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TEMA 31 
 

Procedimientos de jurisdicción voluntaria: la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción 
Voluntaria. 
 

 Disposiciones generales y normas comunes en materia de tramitación de los 
expedientes de jurisdicción voluntaria. 
 

 Expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas.  
 

 Expedientes en materia de familia.  
 

 Expedientes relativos al Derecho sucesorio.  
 

 Expedientes relativos al Derecho de obligaciones.  
 

 Expedientes relativos a los derechos reales.  
 

 Expedientes de subastas voluntarias. 
 

 Expedientes en materia mercantil.  
 

 La conciliación 
 

 

 
31.1 DISPOSICIONES GENERALES Y NORMAS COMUNES EN MATERIA DE TRAMITACIÓN DE LOS 
EXPEDIENTES DE JURISDICCION VOLUNTARIA 
 

 

 
 Disposiciones generales 

 

 
La Ley 15/2015, de 2 de julio, tiene por objeto la regulación de los expedientes de 

jurisdicción voluntaria que se tramitan ante los órganos jurisdiccionales. 
 

Se consideran expedientes de jurisdicción voluntaria a los efectos de esta Ley todos aquellos 
que requieran la intervención de un órgano jurisdiccional para la tutela de derechos e intereses en 
materia de Derecho civil y mercantil, sin que exista controversia que deba sustanciarse en un proceso 
contencioso. 
 

Los Juzgados de Primera Instancia o de lo Mercantil, según el caso, tendrán competencia 
objetiva para conocer y resolver los expedientes de jurisdicción voluntaria (artº 32 Ley) 
 

En los expedientes de jurisdicción voluntaria la competencia territorial vendrá fijada por el 
precepto correspondiente en cada caso, sin que quepa modificarla por sumisión expresa o tácita.  
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El impulso y la dirección de los expedientes corresponderá a los Letrados de la 
Administración de Justicia, atribuyéndose al Juez o al Letrado de la Administración de Justicia, según 
el caso, la decisión de fondo que recaiga sobre aquellos y las demás resoluciones que expresamente 
se indiquen por esta Ley. 
 

Cuando no venga atribuida la competencia expresamente a ninguno de ellos, el Juez 
decidirá los expedientes que afecten al interés público, al estado civil de las personas, los que 
precisen la tutela de normas sustantivas o puedan deparar actos de disposición, reconocimiento, 
creación o extinción de derechos subjetivos, así como cuando afecten a los derechos de menores o 
personas con capacidad modificada judicialmente. El resto de expedientes serán resueltos por el 
Letrado de la Administración de Justicia. 
 

Podrán promover expedientes de jurisdicción voluntaria e intervenir en ellos quienes sean 
titulares de derechos o intereses legítimos o cuya legitimación les venga conferida legalmente sobre 
la materia que constituya su objeto, sin perjuicio de los casos en que el expediente pueda iniciarse de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal. 
 

- Tanto los solicitantes como los interesados deberán actuar defendidos por Letrado y 

representados por Procurador en aquellos expedientes en que así lo prevea la presente Ley. 

- En todo caso, será necesaria la actuación de Abogado y Procurador para la presentación de 

los recursos de revisión y apelación que en su caso se interpongan contra la resolución 

definitiva que se dicte en el expediente, así como a partir del momento en que se formulase 

oposición.  

El Ministerio Fiscal intervendrá en los expedientes de jurisdicción voluntaria cuando afecten 
al estado civil o condición de la persona o esté comprometido el interés de un menor o una persona 
con capacidad modificada judicialmente, y en aquellos otros casos en que la ley expresamente así lo 
declare (artº 4 Ley). 
 

El Juez o el Letrado de la Administración de Justicia, según quien sea el competente para el 
conocimiento del expediente, decidirá sobre la admisión de los medios de prueba que se le 
propongan, pudiendo ordenar prueba de oficio en los casos en que exista un interés público, se 
afecte a menores o personas con capacidad modificada judicialmente, lo estime conveniente para 
clarificar algún elemento relevante y determinante de la cuestión o expresamente lo prevea la ley 
(artº 5 Ley) 
 

Cuando se tramiten simultáneamente dos o más expedientes con idéntico objeto, proseguirá 
la tramitación del que primero se hubiera iniciado y se acordará el archivo de los expedientes 
posteriormente incoados (artº 6 Ley). 

 
- No se podrá iniciar o continuar con la tramitación de un expediente de jurisdicción voluntaria 

que verse sobre un objeto que esté siendo sustanciado en un proceso jurisdiccional. Una vez 
acreditada la presentación de la correspondiente demanda, se procederá al archivo del 
expediente, remitiéndose las actuaciones realizadas al tribunal que esté conociendo del 
proceso jurisdiccional para que lo incorpore a los autos. 
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- Se acordará la suspensión del expediente cuando se acredite la existencia de un proceso 
jurisdiccional contencioso cuya resolución pudiese afectarle, debiendo tramitarse el 
incidente de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley de Enjuiciamiento Civil1. 

 
Los gastos ocasionados en los expedientes de jurisdicción voluntaria serán a cargo del 

solicitante, salvo que la ley disponga otra cosa. Los gastos ocasionados por testigos y peritos serán a 
cargo de quien los proponga (artº 7 Ley). 

 
Las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil serán de aplicación supletoria a los 

expedientes de jurisdicción voluntaria en todo lo no regulado por la presente Ley (artº 8 Ley). 
 

 
 Disposiciones comunes 

 

 
Los órganos judiciales españoles serán competentes para conocer los expedientes de 

jurisdicción voluntaria suscitados en los casos internacionales, cuando concurran los foros de 
competencia internacional recogidos en los Tratados y otras normas internacionales en vigor para 
España. En los supuestos no regulados por tales Tratados y otras normas internacionales, la 
competencia vendrá determinada por la concurrencia de los foros de competencia internacional 
recogidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artº 9 Ley 15/2015). 

 
- En el caso de que, con arreglo a las normas de competencia internacional, los órganos 

judiciales españoles fueran competentes en relación con un expediente de jurisdicción 
voluntaria, pero no fuera posible concretar el territorialmente competente con arreglo a 
los criterios de esta Ley, lo será aquél correspondiente al lugar donde los actos de 
jurisdicción voluntaria deban producir sus efectos principales o el de su ejecución. 

 
Los órganos judiciales españoles aplicarán a los expedientes y actos de jurisdicción 

voluntaria respecto de los cuales resultaren competentes, la ley determinada por las normas de la 
Unión Europea o españolas de Derecho internacional privado. 

 
Las resoluciones definitivas extranjeras de jurisdicción voluntaria emanadas de un órgano 

judicial podrán ser inscritas en los registros públicos españoles (artº 11 Ley 15/2015):  
 

a) Previa superación del trámite de exequátur o de reconocimiento incidental en España. Hasta 
entonces sólo podrán ser objeto de anotación preventiva, esto es aplicable igualmente a las 
resoluciones dictadas por órganos jurisdiccionales españoles. 
 

b) Por el Encargado del registro correspondiente, siempre que verifique la concurrencia de los 
requisitos exigidos para ello.  

 

                                                           
1 Artículo 43 LEC. Prejudicialidad civil. 

Cuando para resolver sobre el objeto del litigio sea necesario decidir acerca de alguna cuestión que, a su vez, 

constituya el objeto principal de otro proceso pendiente ante el mismo o distinto tribunal civil, si no fuere 

posible la acumulación de autos, el tribunal, a petición de ambas partes o de una de ellas, oída la contraria, 

podrá mediante auto decretar la suspensión del curso de las actuaciones, en el estado en que se hallen, hasta 

que finalice el proceso que tenga por objeto la cuestión prejudicial. Contra el auto que deniegue la petición 

cabrá recurso de reposición, y contra el auto que acuerde la suspensión cabrá presentar recurso de apelación. 
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En el caso de que la resolución carezca de carácter definitivo, únicamente procederá su 
anotación preventiva. 
 
Los actos de jurisdicción voluntaria acordados por las autoridades extranjeras que sean 

firmes surtirán efectos en España y accederán a los registros públicos españoles previa superación de 
su reconocimiento conforme a lo dispuesto en la legislación vigente. El reconocimiento en España de 
los actos de jurisdicción voluntaria acordados por las autoridades extranjeras sólo se denegará en 
estos casos (artº 12 Ley 15/2015): 
  

a) Si el acto hubiera sido acordado por autoridad extranjera manifiestamente incompetente. 
 

b) Si el acto hubiera sido acordado con manifiesta infracción de los derechos de defensa de 
cualquiera de los implicados. 
 

c) Si el reconocimiento del acto produjera efectos manifiestamente contrarios al orden público 
español. 
 

d) Si el reconocimiento del acto implicara la violación de un derecho fundamental o libertad 
pública de nuestro ordenamiento jurídico.  

 

 Efectos en España de los expedientes y actos de jurisdicción 
voluntaria acordados por autoridades extranjeras 

 
Los actos de jurisdicción voluntaria acordados por las autoridades extranjeras que sean 

firmes surtirán efectos en España y accederán a los registros públicos españoles previa superación de 
su reconocimiento conforme a lo dispuesto en la legislación vigente (artº 12 Ley) 

 
El órgano judicial español o el Encargado del registro público competente lo será también 

para otorgar, de modo incidental, el reconocimiento en España de los actos de jurisdicción voluntaria 
acordados por las autoridades extranjeras. No será necesario recurrir a ningún procedimiento 
específico previo.  

 
El reconocimiento en España de los actos de jurisdicción voluntaria acordados por las 

autoridades extranjeras sólo se denegará en estos casos:  
 

a) Si el acto hubiera sido acordado por autoridad extranjera manifiestamente incompetente. Se 

considerará que la autoridad extranjera es competente si el supuesto presenta vínculos 

fundados con el Estado extranjero cuyas autoridades han otorgado dicho acto. Se 

considerará, en todo caso, que las autoridades extranjeras son manifiestamente 

incompetentes cuando el supuesto afecte a una materia cuya competencia exclusiva 

corresponda a los órganos judiciales o autoridades españolas.  

b) Si el acto hubiera sido acordado con manifiesta infracción de los derechos de defensa de 

cualquiera de los implicados.  

c) Si el reconocimiento del acto produjera efectos manifiestamente contrarios al orden público 

español.  

d) Si el reconocimiento del acto implicara la violación de un derecho fundamental o libertad 

pública de nuestro ordenamiento jurídico. 
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 Normas de tramitación 
 

Los expedientes se iniciarán de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o por solicitud 
formulada por persona legitimada, en la que se consignarán los datos y circunstancias de 
identificación del solicitante, con indicación de un domicilio a efectos de notificaciones (artº 14 Ley). 

 
Se expondrá a continuación con claridad y precisión lo que se pida, así como una exposición 

de los hechos y fundamentos jurídicos en que fundamenta su pretensión. También se acompañarán, 
en su caso, los documentos y dictámenes que el solicitante considere de interés para el expediente, y 
tantas copias cuantos sean los interesados 
 

En la solicitud se consignarán los datos y circunstancias de identificación de las personas que 
puedan estar interesados en el expediente, así como el domicilio o domicilios en que puedan ser 
citados. 
 

- Cuando por ley no sea preceptiva la intervención de Abogado y Procurador, en la Oficina 
Judicial se facilitará al interesado un impreso normalizado para formular la solicitud, no 
siendo en este caso necesario que se concrete la fundamentación jurídica de lo solicitado. 

 
- La solicitud podrá presentarse por cualquier medio, incluyendo los previstos en la normativa 

de acceso electrónico de los ciudadanos a la Administración de Justicia. 
 

 Acumulación de expedientes 
 

El Juez o el Letrado de la Administración de Justicia, según quien sea competente para 
conocer el expediente, acordará de oficio o a instancia del interesado o del Ministerio Fiscal, la 
acumulación de expedientes cuando la resolución de uno pueda afectar a otro, o exista tal conexión 
entre ellos que pudiera dar lugar a resoluciones contradictorias. No se podrá acordar la acumulación 
de expedientes cuando su resolución corresponda a sujetos distintos (artº 15 Ley) 

 
La acumulación de expedientes de jurisdicción voluntaria se regirá por lo previsto en la Ley 

de Enjuiciamiento Civil sobre la acumulación de procesos en el juicio verbal, con las siguientes 
especialidades:  

 
a) Si se tratara de la acumulación de expedientes pendientes ante el mismo órgano judicial, la 

acumulación se solicitará por escrito antes de la comparecencia señalada en primer lugar, 

realizándose las alegaciones pertinentes y decidiéndose sobre la misma.  

b) Si los expedientes estuvieran pendientes ante distintos órganos judiciales, los interesados 

deberán solicitar por escrito la acumulación ante el órgano que se estime competente en 

cualquier momento antes de la celebración de la comparecencia. Si el órgano requerido no 

accediese a la acumulación, la discrepancia será resuelta en todo caso por el Tribunal 

superior común. 

Los expedientes de jurisdicción voluntaria no serán acumulables a ningún proceso 
jurisdiccional contencioso. 
 

 Apreciación de oficio de la falta de competencia 
 

Presentada la solicitud de iniciación del expediente, el Letrado de la Administración de 
Justicia examinará de oficio si se cumplen las normas en materia de competencia objetiva y territorial 
(artº 16 Ley). 
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- Si el Letrado de la Administración de Justicia entendiese que no existe competencia objetiva 

para conocer, podrá acordar el archivo del expediente, previa audiencia del Ministerio Fiscal 

y del solicitante, en aquellos expedientes que sean de su competencia. En otro caso, dará 

cuenta al Juez, quien acordará lo que proceda, tras haber oído al Ministerio Fiscal y al 

solicitante. 

- En la resolución en que se aprecie la falta de competencia se habrá de indicar el órgano 

judicial que se estima competente para conocer del expediente. 

- Si el Letrado de la Administración de Justicia entendiese que carece de competencia 

territorial para conocer del asunto, podrá acordar la remisión al órgano que considere 

competente, previa audiencia del Ministerio Fiscal y del solicitante, en aquellos expedientes 

que sean de su competencia. En otro caso, dará cuenta al Juez, quien acordará lo 

procedente, tras haber oído al Ministerio Fiscal y al solicitante. 

- El Letrado de la Administración de Justicia también examinará la existencia de posibles 

defectos u omisiones en las solicitudes presentadas y dará, en su caso, un plazo de cinco días 

para proceder a su subsanación. Si ésta no se llevara a cabo en el plazo señalado, tendrá por 

no presentada la solicitud y archivará las actuaciones en aquellos expedientes que sean de su 

competencia. En otro caso, se dará cuenta al Juez, quien acordará lo que proceda. 

 Admisión, citación interesados y celebración de la comparecencia 
 
El Letrado de la Administración de Justicia resolverá sobre la solicitud y, si entendiera que 

ésta no resulta admisible, dictará decreto archivando el expediente o dará cuenta al Juez, cuando 
éste sea el competente para que acuerde lo que proceda (artº 17 Ley) 
 

Admitida la solicitud, el Letrado de la Administración de Justicia citará a una comparecencia a 

quienes hayan de intervenir en el expediente. 

- Si sólo hubiera que oír al Ministerio Fiscal y no fuera necesaria la realización de prueba, éste 

emitirá su informe por escrito en el plazo de diez días. 

Los interesados serán citados a la comparecencia con al menos quince días de antelación a 

su celebración, avisándoles de que deberán acudir a aquélla con los medios de prueba de que 

intenten valerse. 

- Si alguno de los interesados fuera a formular oposición, deberá hacerlo en los 5 días 

siguientes a su citación, y no se hará contencioso el expediente, ni impedirá que continúe su 

tramitación hasta que sea resuelto, salvo que la ley expresamente lo prevea. Del escrito de 

oposición se dará traslado a la parte solicitante inmediatamente. 

La comparecencia se celebrará ante el Juez o el propio Letrado de la Administración de 
Justicia, según quien tenga competencia para conocer del expediente, dentro de los treinta días 
siguientes a la admisión de la solicitud (artº 18 Ley). 
 

La comparecencia se sustanciará por los trámites previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil 

para la vista del juicio verbal con las siguientes especialidades: 

1. Si el solicitante no asistiere a la comparecencia, el Juez o el Letrado de la Administración de 

Justicia, dependiendo de a quién corresponda la resolución del expediente, acordará el 

archivo del expediente, teniéndole por desistido del mismo. Si no asistiese alguno de los 
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demás citados, se celebrará el acto y continuará el expediente, sin más citaciones ni 

notificaciones que las que la ley disponga.  

2. El Juez o el Letrado de la Administración de Justicia, según quien presida la comparecencia, 

oirá al solicitante, a los demás citados y a las personas que la ley disponga, y podrá acordar, 

de oficio o a instancia del solicitante o del Ministerio Fiscal en su caso, la audiencia de 

aquéllos cuyos derechos o intereses pudieran verse afectados por la resolución del 

expediente. Se garantizará, a través de los medios y apoyos necesarios, la intervención de las 

personas con discapacidad en términos que les sean accesibles y comprensibles. 

3. Si se plantearan cuestiones procesales, incluidas las relativas a la competencia, que puedan 

impedir la válida prosecución del expediente, el Juez o el Letrado de la Administración de 

Justicia, oídos los comparecientes, las resolverá oralmente en el propio acto.  

4. Cuando el expediente afecte a los intereses de un menor o persona con capacidad 

modificada judicialmente, se practicarán también en el mismo acto o, si no fuere posible, en 

los diez días siguientes, las diligencias relativas a dichos intereses que se acuerden de oficio o 

a instancia del Ministerio Fiscal. El Juez o el Letrado de la Administración de Justicia podrán 

acordar que la audiencia del menor o persona con capacidad modificada judicialmente se 

practique en acto separado, sin interferencias de otras personas, pudiendo asistir el 

Ministerio Fiscal. En todo caso se garantizará que puedan ser oídos en condiciones idóneas, 

en términos que les sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. Del 

resultado de la exploración se extenderá acta detallada y, siempre que sea posible, será 

grabada en soporte audiovisual. Si ello tuviera lugar después de la comparecencia, se dará 

traslado del acta correspondiente a los interesados para que puedan efectuar alegaciones en 

el plazo de cinco días.  

5. En la celebración de la comparecencia, una vez practicadas las pruebas, se permitirá a los 

interesados formular oralmente sus conclusiones.  

6. El desarrollo de la comparecencia se registrará en soporte apto para la grabación y 

reproducción del sonido y de la imagen, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. 

El expediente se resolverá por medio de auto o decreto, según corresponda la competencia 
al Juez o al Letrado de la Administración de Justicia, en el plazo de cinco días a contar desde la 
terminación de la comparecencia o, si esta no se hubiera celebrado, desde la última diligencia 
practicada (artº 19 Ley) 
 

- Resuelto un expediente de jurisdicción voluntaria y una vez firme la resolución, no podrá 

iniciarse otro sobre idéntico objeto, salvo que cambien las circunstancias que dieron lugar a 

aquél. Lo allí decidido vinculará a cualquier otra actuación o expediente posterior que 

resulten conexos a aquél. Esto será de aplicación también respecto a los expedientes 

tramitados por Notarios y Registradores en aquellas materias cuyo conocimiento sea 

concurrente con el de los Letrados de la Administración de Justicia. 

- La resolución de un expediente de jurisdicción voluntaria no impedirá la incoación de un 

proceso jurisdiccional posterior con el mismo objeto que aquél, debiendo pronunciarse la 

resolución que se dicte sobre la confirmación, modificación o revocación de lo acordado en 

el expediente de jurisdicción voluntaria. 
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 Recursos 
 

Contra las resoluciones interlocutorias dictadas en los expedientes de jurisdicción voluntaria 
cabrá recurso de reposición, en los términos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Si la 
resolución impugnada se hubiera acordado durante la celebración de la comparecencia, el recurso se 
tramitará y resolverá oralmente en ese mismo momento (artº 20 Ley) 

  
Las resoluciones definitivas dictadas por el Juez en los expedientes de jurisdicción voluntaria 

podrán ser recurridas en apelación por cualquier interesado que se considere perjudicado por ella, 
conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
 

Si la decisión proviene del Letrado de la Administración de Justicia, deberá interponerse 
recurso de revisión ante el Juez competente, en los términos previstos en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 
 

El recurso de apelación no tendrá efectos suspensivos, salvo que la ley expresamente 
disponga lo contrario. 

 

 Caducidad del expediente 

 

Se tendrá por abandonado el expediente si, pese al impulso de oficio de las actuaciones, no 

se produce actividad promovida por los interesados en el plazo de seis meses desde la última 

notificación practicada (artº 21) 

Corresponderá declarar la caducidad del expediente al Letrado de la Administración de 

Justicia.  

 

Contra el decreto que declare la caducidad sólo cabrá recurso de revisión 

La ejecución de la resolución firme que pone fin al expediente de jurisdicción voluntaria se 
regirá por lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, y en particular en los artículos 521 y 522, 
pudiéndose en todo caso instar de inmediato la realización de aquellos actos que resulten precisos 
para dar eficacia a lo decidido (artº 22 Ley) 

 
- Si cualquiera de los expedientes a los que se refiere la presente Ley diera lugar a un hecho o 

acto inscribible en el Registro Civil, se expedirá testimonio de la resolución que corresponda 
a los efectos de su inscripción o anotación. 
 

- Si la resolución fuera inscribible en el Registro de la Propiedad, Mercantil u otro registro 
público, deberá expedirse, a instancia de parte, mandamiento a los efectos de su constancia 
registral. La remisión se realizará por medios electrónicos. La calificación de los Registradores 
se limitará a la competencia del Juez o Letrado de la Administración de Justicia, a la 
congruencia del mandato con el expediente en que se hubiere dictado, a las formalidades 
extrínsecas de la resolución y a los obstáculos que surjan del Registro. 
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Artículo 521 LEC. Sentencias meramente declarativas y sentencias constitutivas. 
 

1. No se despachará ejecución de las sentencias meramente declarativas ni de las 
constitutivas. 

2. Mediante su certificación y, en su caso, el mandamiento judicial oportuno, las 
sentencias constitutivas firmes podrán permitir inscripciones y modificaciones en 
Registros públicos, sin necesidad de que se despache ejecución. 

3. Cuando una sentencia constitutiva contenga también pronunciamientos de condena, 
éstos se ejecutarán del modo previsto para ellos en esta Ley. 

4. Las sentencias firmes dictadas en acciones colectivas o individuales por las que se 
declare la nulidad, cesación o retractación en la utilización de condiciones generales 
abusivas, se remitirán de oficio por el órgano judicial al Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación, para su inscripción. 
 

Artículo 522 LEC. Acatamiento y cumplimiento de las sentencias constitutivas. Solicitud de 
actuaciones judiciales necesarias. 
 

1. Todas las personas y autoridades, especialmente las encargadas de los Registros 
públicos, deben acatar y cumplir lo que se disponga en las sentencias constitutivas y 
atenerse al estado o situación jurídicos que surja de ellas, salvo que existan 
obstáculos derivados del propio Registro conforme a su legislación específica. 

2. Quienes hayan sido parte en el proceso o acrediten interés directo y legítimo podrán 
pedir al tribunal las actuaciones precisas para la eficacia de las sentencias 
constitutivas y para vencer eventuales resistencias a lo que dispongan. 

 

 
 
 

 
31.2 EXPEDIENTES DE JURISDICCION VOLUNTARIA EN MATERIA DE PERSONAS 
 

 
 

o Reconocimiento de la filiación no matrimonial 
o Nombramiento de defensor judicial 
o La adopción 
o Tutela, curatela y guarda de hecho 
o La concesión judicial de la emancipación y del beneficio de mayoría de edad 

 

 
 Reconocimiento de la filiación no matrimonial 

 

 
o Competencia y legitimación 
o Tramitación 
o Resolución 

 
Se aplicarán las disposiciones de este capítulo en todos los casos en que, conforme a la ley, el 

reconocimiento de la filiación no matrimonial necesite para su validez autorización o aprobación 
judicial (artº 23 Ley). 
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Se presentará solicitud instando autorización judicial para el otorgamiento del 
reconocimiento de la filiación no matrimonial del menor o de la persona con capacidad modificada 
judicialmente por quien sea hermano o consanguíneo en línea recta del progenitor cuya filiación esté 
determinada legalmente. 
 

Se solicitará aprobación judicial para la eficacia del reconocimiento de la filiación no 
matrimonial de un menor o persona con capacidad modificada judicialmente otorgado: 
 

a) Por quien no pueda contraer matrimonio por razón de edad.  
 

b) Por quien no tenga el consentimiento expreso de su representante legal o la asistencia del 
curador del reconocido ni del progenitor legalmente conocido, siempre que no hubiera sido 
reconocido en testamento o dentro del plazo establecido para practicar la inscripción del 
nacimiento. 

 
c) Por el padre, cuando el reconocimiento se hubiera realizado dentro del plazo establecido 

para practicar la inscripción del nacimiento y cuando ésta se hubiera suspendido a petición 
de la madre. 

 
También se instará la aprobación judicial para la validez del reconocimiento no matrimonial 

por una persona con capacidad modificada judicialmente. 
 

Será competente para conocer de este expediente el Juzgado de Primera Instancia del 
domicilio del reconocido o, si no lo tuviera en territorio nacional, el de su residencia en dicho 
territorio. Si el reconocido no tuviera su residencia en España, lo será el del domicilio o residencia del 
progenitor autor del reconocimiento (artº 24 Ley) 
 

- En la tramitación del presente expediente no será preceptiva la intervención de Abogado ni 

Procurador. 

Admitida a trámite la solicitud por el Letrado de la Administración de Justicia, éste citará a 
comparecencia al solicitante y, según proceda, al progenitor conocido, al representante legal o 
curador del reconocido y a éste si tuviera suficiente madurez, y en todo caso si fuera mayor de 12 
años, así como a sus descendientes si hubiere fallecido y los hubiere, y a las personas que se estime 
oportuno, así como al Ministerio Fiscal (artº 25 Ley) 
 

El Juez resolverá lo que proceda sobre el reconocimiento de que se trate. Cuando se trate 
del reconocimiento de un menor o persona con capacidad modificada judicialmente otorgado por 
quien fuere hermano o pariente consanguíneo en línea recta del otro progenitor, el Juez sólo 
autorizará la determinación de la filiación cuando sea en interés del menor o de la persona con 
capacidad modificada judicialmente (artº 26 Ley). 
 

- Cuando se trate del reconocimiento de un menor o persona con capacidad modificada 

judicialmente otorgado por quien fuere hermano o pariente consanguíneo en línea recta del 

otro progenitor, el Juez invalidará dicha determinación si se presentara un documento 

público en el que conste la manifestación del reconocido al respecto, realizada una vez 

alcanzada la plena capacidad. 

- El testimonio de dicha resolución se remitirá al Registro Civil competente para proceder a su 

inscripción. 
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 Nombramiento de defensor judicial 

 

 
Se aplicarán las disposiciones de este capítulo en los casos en que proceda conforme a la ley 

el nombramiento de un defensor judicial de menores o personas con capacidad modificada 
judicialmente o por modificar y, en todo caso, se solicitará (artº 27 Ley): 
 

a) Cuando en algún asunto exista conflicto de intereses entre los menores o personas con 
capacidad modificada judicialmente y sus representantes legales o su curador. 

 
b) Cuando por cualquier causa, el tutor o el curador no desempeñare sus funciones hasta 

que cese la causa determinante o se designe otra persona para desempeñar el cargo.  
 

c) Cuando se tenga conocimiento de que una persona respecto a la que debe constituirse la 
tutela o curatela, precise la adopción de medidas para la administración de sus bienes, 
hasta que recaiga resolución judicial que ponga fin al procedimiento. 

 
También se aplicarán las disposiciones de este capítulo en los casos en que proceda la 

habilitación y ulterior nombramiento de defensor judicial. Se instará la habilitación cuando el menor 
no emancipado o la persona con capacidad modificada judicialmente, siendo demandado o 
siguiéndosele gran perjuicio de no promover la demanda, se encuentre en alguno de los casos 
siguientes: (artº 27.2 Ley) 

 
a) Hallarse los progenitores, tutor o curador ausentes ignorándose su paradero, sin que 

haya motivo racional bastante para creer próximo su regreso. 
b) Negarse ambos progenitores, tutor o curador a representar o asistir en juicio al menor o 

persona con capacidad modificada judicialmente. 
c) Hallarse los progenitores, tutor o curador en una situación de imposibilidad de hecho 

para la representación o asistencia en juicio. 
 
No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se nombrará defensor judicial al menor o 

persona con capacidad modificada judicialmente, sin necesidad de habilitación previa, para litigar 
contra sus progenitores, tutor o curador, o para instar expedientes de jurisdicción voluntaria, cuando 
se hallare legitimado para ello o para representarle cuando se inste por el Ministerio Fiscal el 
procedimiento para modificar judicialmente su capacidad. No procederá la solicitud si el otro 
progenitor o tutor, si lo hubiere, no tuviera un interés opuesto al menor o persona con capacidad 
modificada judicialmente. 

 

 Competencia y legitimación 
 

Será competente para el conocimiento de este expediente el Letrado de la Administración de 
Justicia del Juzgado de Primera Instancia del domicilio o, en su defecto, de la residencia del menor o 
persona con capacidad modificada judicialmente o a modificar o, en su caso, aquél correspondiente 
al Juzgado de Primera Instancia que esté conociendo del asunto que exija el nombramiento de 
defensor judicial (artº 28 Ley) 
 

El expediente se iniciará de oficio, a petición del Ministerio Fiscal, o por iniciativa del menor o 
persona con capacidad modificada judicialmente o cualquier otra persona que actúe en interés de 
éste.  
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En la tramitación del presente expediente no será preceptiva la intervención de Abogado ni 
Procurador. 
 

Desde que se solicite la habilitación y hasta que acepte su cargo el defensor judicial o se 
archive el expediente por resolución firme, quedará suspendido el transcurso de los plazos de 
prescripción o de caducidad que afecten a la acción de cuyo ejercicio se trate (artº 29 Ley).  

 
En el caso de que el menor o persona con capacidad modificada judicialmente o a modificar 

haya de comparecer como demandado o haya quedado sin representación procesal durante el 
procedimiento, el Ministerio Fiscal asumirá su representación y defensa hasta que se produzca el 
nombramiento de defensor judicial. 
 

El Letrado de la Administración de Justicia convocará a comparecencia al solicitante, a los 
interesados que consten como tales en el expediente, a quienes estime pertinente su presencia, al 
menor o persona con capacidad modificada judicialmente o a modificar si tuvieren suficiente 
madurez y, en todo caso, al menor si tuviere más de 12 años y al Ministerio Fiscal (artº 30 Ley) 
 

- En la resolución en que se acceda a lo solicitado se nombrará defensor judicial a quien el 

Letrado de la Administración de Justicia estime más idóneo para el cargo, con determinación 

de las atribuciones que le confiera.  

- El testimonio de la resolución de nombramiento de defensor judicial se remitirá al Registro 

Civil competente para proceder a su inscripción 

 Cesación del defensor judicial 
 

El defensor judicial deberá comunicar al órgano judicial la desaparición de la causa que 

motivó su nombramiento (artº. 31 Ley). 

- Igualmente deberá comunicar al órgano judicial cuando alguno de los progenitores o 

representantes o curador, en su caso, se presten a comparecer en juicio por el afectado, o 

cuando se termine el procedimiento que motivó la habilitación. 

 

 Rendición de cuentas, excusa y remoción 
 

Serán aplicables al defensor judicial las disposiciones establecidas para la formación de 
inventario, en su caso, la excusa y la remoción de los tutores y para su rendición de cuentas una vez 
concluida su gestión, que se tramitarán y decidirán por el Letrado de la Administración de Justicia 
competente (artº 32 Ley). 
 

 
 La adopción 

 

 
En los expedientes sobre adopción, será competente el Juzgado de Primera Instancia 

correspondiente a la sede de la Entidad Pública que tenga encomendada la protección del adoptando 
y, en su defecto, el del domicilio del adoptante (artº 33 Ley). 
 

La tramitación del expediente de adopción tendrá carácter preferente y se practicará con 
intervención del Ministerio Fiscal. No será preceptiva la asistencia de Abogado ni Procurador. 
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 Propuesta, solicitud y consentimiento 
 

El expediente comenzará con el escrito de propuesta de adopción formulada por la Entidad 
Pública o por la solicitud del adoptante cuando estuviera legitimado para ello. En la propuesta de 
adopción formulada por la Entidad Pública se expresarán especialmente: (artº 35 Ley) 

 
a) Las condiciones personales, familiares y sociales y los medios de vida del adoptante o 

adoptantes asignados y sus relaciones con el adoptando, con detalle de las razones que 
justifiquen la elección de aquél o aquéllos.  

b) En su caso y cuando hayan de prestar su asentimiento o ser oídos, el último domicilio 
conocido del cónyuge del adoptante o de la persona a la que esté unida por análoga relación 
de afectividad a la conyugal, o el de los progenitores, tutor, familia acogedora o guardadores 
del adoptando.  

c) Si unos y otros han formulado su asentimiento ante la Entidad Pública o en documento 
público. 
 
En los supuestos en que no se requiera propuesta previa de la Entidad Pública, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Civil (supuestos en los que concurre 
alguna de las siguientes circunstancias: ser huérfano, hijo del cónyuge o persona unida con el 
adoptante, llevar más de un año en guarda con fines de adopción, ser mayor de edad o menor 
emancipado), el ofrecimiento para la adopción del adoptante se presentará por escrito, en que 
expresará las indicaciones contenidas en los apartados anteriores en cuanto fueren aplicables, y las 
alegaciones y pruebas conducentes a demostrar que en el adoptando concurre alguna de las 
circunstancias exigidas por dicha legislación.  

 
Con la propuesta u ofrecimiento para la adopción se presentarán los documentos a que se 

refieren los apartados anteriores, la declaración previa de idoneidad del adoptante para el ejercicio 
de la patria potestad emitida por la Entidad Pública, si procediere, y cuantos informes o documentos 
se juzguen oportunos. 
 

En el expediente, el Letrado de la Administración citará, para manifestar su consentimiento 
en presencia del Juez, al adoptante o adoptantes y al adoptando si fuere mayor de 12 años (artº 36 
Ley). 

 
También deberán ser citados, para prestar el asentimiento a la adopción ante el Juez, las 

personas indicadas en el apartado 2 del artículo 177 del Código Civil: 
 

1. El cónyuge o persona unida al adoptante por análoga relación de afectividad a la conyugal 
salvo que medie separación o divorcio legal o ruptura de la pareja que conste 
fehacientemente, excepto en los supuestos en los que la adopción se vaya a formalizar de 
forma conjunta.  
 

2. Los progenitores del adoptando que no se hallare emancipado, a menos que estuvieran 
privados de la patria potestad por sentencia firme o incursos en causa legal para tal 
privación. Esta situación solo podrá apreciarse en el procedimiento judicial contradictorio 
que se tramitará conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
 
No será necesario el asentimiento cuando los que deban prestarlo se encuentren 

imposibilitados para ello, imposibilidad que se apreciará motivadamente en la resolución judicial que 
constituya la adopción. Tampoco será necesario el asentimiento de los progenitores que tuvieren 
suspendida la patria potestad cuando hubieran transcurrido dos años desde la notificación de la 
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declaración de situación de desamparo, sin oposición a la misma o cuando, interpuesta en plazo, 
hubiera sido desestimada.  

 
El asentimiento de la madre no podrá prestarse hasta que hayan transcurrido seis semanas 

desde el parto. En las adopciones que exijan propuesta previa no se admitirá que el asentimiento de 
los progenitores se refiera a adoptantes determinados.  

 
Deberán ser oídos por el Juez:  
 

1. Los progenitores que no hayan sido privados de la patria potestad, cuando su asentimiento 
no fuera necesario para la adopción.  

2. El tutor y, en su caso, la familia acogedora, y el guardador o guardadores.  
3. El adoptando menor de doce años de acuerdo con su edad y madurez.  

 
Los consentimientos y asentimientos deberán otorgarse libremente, en la forma legal 
requerida y por escrito, previa información de sus consecuencias. 
 
No serán citados aquellos que, siendo necesario su asentimiento, lo hubieran prestado con 

anterioridad a la iniciación del expediente ante la correspondiente Entidad Pública o en 
documento público, salvo que hubieran transcurrido más de seis meses desde que lo hicieron.  

 
Si los progenitores pretendieran que se les reconozca la necesidad de prestar su 

asentimiento a la adopción, deberán ponerlo de manifiesto en el expediente. El Letrado de la 
Administración acordará la suspensión del expediente y otorgará el plazo de 15 días para la 
presentación de la demanda, de la que conocerá el mismo Tribunal (artº 37.2 Ley 15/2015). 

 
- Presentada la demanda dentro de plazo, el Letrado de la Administración dictará decreto 

declarando contencioso el expediente de adopción y acordará seguir su tramitación 
conforme a lo dispuesto en el artículo 781 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  
 

- Si no se presentara la demanda en el plazo fijado, el Letrado de la Administración de Justicia,  
dictará decreto dando por finalizado el trámite y alzando la suspensión del expediente de 
adopción. El decreto será recurrible directamente en revisión ante el Tribunal.  
 

- Firme dicha resolución, no se admitirá ninguna reclamación posterior de los mismos sujetos 
sobre necesidad de asentimiento para la adopción de que se trate. 
 
Si en la propuesta de adopción o en el ofrecimiento para la adopción no constare el domicilio 

de los que deban ser citados, el Letrado de la Administración practicará inmediatamente las 
diligencias oportunas para la averiguación del domicilio conforme a lo prevenido en el artículo 156 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y los citará ante el Juez dentro de los quince días siguientes, debiendo 
garantizar la debida reserva (artº 38 Ley 15/2015). 

 
En la citación a los progenitores se hará constar, en su caso, la circunstancia por la cual basta 

su audiencia. En las citaciones que deban prestar su asentimiento o ser oídas se incluirá el 
apercibimiento de que si fueran citados personalmente y no comparecieran se seguirá el trámite sin 
más citaciones. Si no respondieran a la primera citación y no se hubiera realizado la citación en su 
persona, se les volverá a citar para dentro de los quince días siguientes, con el apercibimiento de que 
aunque no comparezcan el expediente seguirá su trámite.  
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Cuando no haya podido conocerse el domicilio o paradero de alguna persona que deba ser 
citada, o si citada debidamente, con los apercibimientos oportunos, no compareciese, se prescindirá 
del trámite y la adopción acordada será válida. 

 

 Tramitación 
 

El Juez podrá ordenar la práctica de cuantas diligencias estime oportunas para asegurarse de 
que la adopción sea en interés del adoptando. Todas las actuaciones se llevarán a cabo con la 
conveniente reserva, evitando en particular que la familia de origen tenga conocimiento de cuál sea 
la adoptiva, excepto en los supuestos recogidos en los apartados 2 y 4 del artículo 178 y sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 180 del Código Civil (artº 39 Ley 15/2015). 

 
Si se suscitare oposición, el expediente se hará contencioso y el Letrado de la Administración 

citará a los interesados a una vista, continuando la tramitación con arreglo a lo previsto para el juicio 
verbal.  

 
Contra el auto que resuelva el expediente cabe recurso de apelación, que tendrá carácter 

preferente, sin que produzca efectos suspensivos. El testimonio de la resolución firme en que se 
acuerde la adopción se remitirá al Registro Civil correspondiente, para que se practique su 
inscripción. 
 

La adopción produce la extinción de los vínculos jurídicos entre el adoptado y su familia de 
origen. Por excepción subsistirán los vínculos jurídicos con la familia del progenitor que, según el 
caso, corresponda: (artº 178 C.C.) 

 
a) Cuando el adoptado sea hijo del cónyuge o de la persona unida al adoptante por análoga 

relación de afectividad a la conyugal, aunque el consorte o la pareja hubiera fallecido.  
b) Cuando sólo uno de los progenitores haya sido legalmente determinado, siempre que tal 

efecto hubiera sido solicitado por el adoptante, el adoptado mayor de doce años y el 
progenitor cuyo vínculo haya de persistir. 

 
De conformidad con lo dispuesto en el artº 180 C.C., la adopción es irrevocable. El Juez 

acordará la extinción de la adopción a petición de cualquiera de los progenitores que, sin culpa suya, 
no hubieren intervenido en el expediente en los términos expresados en el artículo 177. Será 
también necesario que la demanda se interponga dentro de los dos años siguientes a la adopción y 
que la extinción solicitada no perjudique gravemente al menor. Si el adoptado fuere mayor de edad, 
la extinción de la adopción requerirá su consentimiento expreso.  

 
La extinción de la adopción no es causa de pérdida de la nacionalidad ni de la vecindad civil 

adquiridas, ni alcanza a los efectos patrimoniales anteriormente producidos.  
 
La determinación de la filiación que por naturaleza corresponda al adoptado no afecta a la 

adopción. 
 
Las personas adoptadas, alcanzada la mayoría de edad o durante su minoría de edad a través 

de sus representantes legales, tendrán derecho a conocer los datos sobre sus orígenes biológicos. Las 
Entidades Públicas, previa notificación a las personas afectadas, prestarán a través de sus servicios 
especializados el asesoramiento y la ayuda que precisen para hacer efectivo este derecho. 
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 De la tutela, la curatela  

 

 
o Competencia 
o Tramitación, resolución y recurso 
o Formación de inventario 
o Retribución del cargo 
o Remoción 
o Excusa 
o Redición de cuentas 

 
Estarán sujetos a tutela: (artº 222 C.C.) 
 
1.° Los menores no emancipados que no estén bajo la patria potestad.  
2.° Los incapacitados, cuando la sentencia lo haya establecido.  
3.° Los sujetos a la patria potestad prorrogada, al cesar ésta, salvo que proceda la curatela. 
4.° Los menores que se hallen en situación de desamparo. 

 
Será competente para el conocimiento de este expediente el Juzgado de Primera Instancia 

del domicilio o, en su defecto, de la residencia del menor o persona con capacidad modificada 
judicialmente (artº 43 Ley 15/2015) 

 
El órgano judicial que haya conocido de un expediente sobre tutela, curatela o guarda de 

hecho, será competente para conocer de todas las incidencias, trámites y adopción de medidas 
posteriores, siempre que el menor o persona con capacidad modificada judicialmente resida en la 
misma circunscripción. En caso contrario, para conocer de alguna de esas incidencias, será preciso 
que se pida testimonio completo del expediente al Juzgado que anteriormente conoció del mismo, el 
cual lo remitirá en los diez días siguientes a la solicitud.  

 
En estos expedientes no será preceptiva la intervención de Abogado ni Procurador, salvo en 

el relativo a la remoción del tutor o curador en el que será necesaria la intervención de Abogado. 
 

 Tramitación, resolución y recurso 
 

El expediente se iniciará mediante solicitud en la que deberá expresarse el hecho que dé 
lugar a la tutela o curatela, acompañando los documentos acreditativos de la legitimación para 
promover el expediente e indicando los parientes más próximos de la persona respecto a la que deba 
constituirse la tutela o curatela y sus domicilios. Igualmente deberá acompañarse certificado de 
nacimiento de éste y, en su caso, el certificado de últimas voluntades de los progenitores, el 
testamento o documento público notarial otorgado por éstos en los que se disponga sobre la tutela o 
curatela de sus hijos menores o con la capacidad modificada judicialmente, o el documento público 
notarial otorgado por el propio afectado en el que se hubiera dispuesto en previsión sobre su propia 
tutela o curatela (artº 45 Ley 15/2015). 

 
En la comparecencia se oirá al promotor, a la persona cuya designación se proponga si fuera 

distinta al promotor, a aquel cuya tutela o curatela se pretenda constituir si fuera mayor de 12 años 
o al menor de dicha edad que tuviere suficiente madurez, a los parientes más próximos, al Ministerio 
Fiscal, y a cuantas personas se considere oportuno. Tanto el Juez como el Ministerio Fiscal actuarán 
de oficio en interés del menor o persona con capacidad modificada judicialmente, adoptando y 
proponiendo las medidas, diligencias, informes periciales y pruebas que estimen oportunas.  
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El Juez designará tutor o curador a persona o personas determinadas, de conformidad con lo 

prevenido en el Código Civil.  
 
En la resolución acordando el nombramiento de tutor o curador, se adoptarán las medidas 

de fiscalización de la tutela o curatela establecidas por los progenitores en testamento o documento 
público notarial, o por el propio afectado en el documento público notarial otorgado al respecto 
salvo que sea otro el interés de la persona afectada. 

 
- En defecto de previsiones o cuando las mismas no fueran establecidas en interés del 

afectado, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del solicitante, en la resolución por la 
que se constituya la tutela o curatela u otra posterior, el Juez podrá acordar las medidas de 
vigilancia y control oportunas, en interés del constituido en tutela o curatela, así como exigir 
al tutor o curador informe sobre la situación personal del menor o persona con capacidad 
modificada judicialmente y el estado de la administración de sus bienes. Si se adoptaren en 
resolución posterior, se oirá previamente al tutor o curador, a la persona afectada si tuviere 
suficiente madurez y, en todo caso, al menor si tuviere más de 12 años y al Ministerio Fiscal. 

 
El Juez, en la resolución por la que constituya la tutela o curatela o en otra posterior, podrá 

exigir al tutor o curador la constitución de fianza que asegure el cumplimiento de sus obligaciones, 
debiendo determinar, en tal caso, la modalidad y cuantía de la misma. También podrá con 
posterioridad, de oficio o a instancia de parte interesada, dejar sin efecto o modificar en todo o en 
parte la fianza que se hubiera prestado, tras haber oído al tutor o curador, a la persona afectada si 
tuviera suficiente madurez y, en todo caso, al menor si tuviere más de 12 años y al Ministerio Fiscal.  

 
La resolución que se dicte será recurrible en apelación sin que produzca efectos 

suspensivos. Durante la sustanciación del recurso, quedará a cargo del tutor o curador electo, en su 
caso, el cuidado del menor o persona con capacidad modificada judicialmente y la administración de 
su caudal, según proceda, bajo las garantías que parecieren suficientes al Juez. 
 

 Prestación de fianza, aceptación y posesión del cargo 
 

Una vez firme la resolución por la que se constituya la tutela o curatela, se citará al designado 
para que comparezca en el plazo de quince días a fin de prestar la fianza establecida para garantizar 
el caudal del afectado, en su caso, y acepte el cargo o formule excusa (artº 46 Ley 15/2015). 

 
Prestada la fianza, si se hubiera exigido, el Juez la declarará suficiente y acordará en la misma 

resolución las inscripciones, depósitos, medidas o diligencias que considere conveniente para la 
eficacia de la fianza y conservación de los bienes del menor o persona con capacidad modificada 
judicialmente.  

 
Practicadas todas las diligencias acordadas, el designado aceptará en acta otorgada ante el 

Letrado de la Administración de Justicia la obligación de cumplir los deberes de su cargo conforme a 
las leyes, y éste acordará dar posesión del cargo, le conferirá las facultades establecidas en la 
resolución judicial que acordó su nombramiento y le entregará certificación de ésta.  

 
Cuando el designado lo fuera para el cargo del tutor o administrador de los bienes, le 

requerirá para que presente el inventario de los bienes del afectado en el plazo de los sesenta días 
siguientes. Hasta que se apruebe el inventario de bienes, en su caso, la persona designada quedará a 
cargo del cuidado del menor o persona con capacidad modificada judicialmente y la administración 
de su caudal, según proceda, bajo las garantías que parecieren suficientes al Juez. 
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El Juzgado que haya acordado la tutela o curatela remitirá testimonio al Registro Civil 
correspondiente tanto de la resolución dictada como del acta de la posesión del cargo, a los efectos 
oportunos. 
 

 Formación de inventario 
 

El designado al que se hubiera nombrado administrador del caudal presentará, dentro del 
plazo otorgado, el inventario de bienes, que contendrá la relación de los bienes del afectado, así 
como las escrituras, documentos y papeles de importancia que se encuentren. A continuación, el 
Letrado de la Administración fijará día y hora para su formación y citará a los interesados, a las 
personas afectadas si tuvieran suficiente madurez y, en todo caso, al menor si tuviere más de 12 
años y al Ministerio Fiscal (artº 47 Ley 15/2015). 

 
- Si se suscitare controversia sobre la inclusión o exclusión de bienes en el inventario, el 

Letrado de la Administración citará a los interesados a una vista, continuando la tramitación 
con arreglo a lo previsto para el juicio verbal, suspendiéndose su formación hasta que la 
misma sea resuelta. La sentencia que se pronuncie sobre la inclusión o exclusión de bienes 
en el inventario dejará a salvo los derechos de terceros.  
 

- Si no hubiera oposición o resuelta ésta, el Letrado de la Administración aprobará el 
inventario, debiendo la persona designada proceder a su administración en los términos 
establecidos en la resolución judicial. 

 

 Retribución del cargo 
 

Si se solicitare por el tutor o curador el establecimiento de una retribución y no estuviera 
fijada en la resolución que hubiera efectuado su nombramiento, el Juez la acordará siempre que el 
patrimonio del tutelado o asistido lo permita, fijará su importe y el modo de percibirla, atendiendo al 
trabajo a realizar y al valor y la rentabilidad de los bienes, después de oír al solicitante, al tutelado o 
asistido si tuviera suficiente madurez y, en todo caso, al menor si fuera mayor de 12 años, al 
Ministerio Fiscal y a cuantas personas considere oportuno. Tanto el Juez como las partes o el 
Ministerio Fiscal podrán proponer las diligencias, informes periciales y pruebas que estimen 
oportunas. El auto a que se refiere este artículo se ejecutará sin perjuicio del recurso de apelación, 
que no producirá efectos suspensivos (artº 48 Ley 15/2015). 
 

 Remoción del cargo 
 

En los casos previstos por el Código Civil, de oficio, a solicitud del Ministerio Fiscal, del 
tutelado, del sujeto a curatela o de otra persona interesada, se podrá acordar la remoción del tutor o 
del curador, previa celebración de comparecencia, en la que se oirá también al tutor o curador, a la 
persona que le vaya a sustituir en el cargo y al afectado si tuviere suficiente madurez y, en todo caso, 
al menor si tuviere más de doce años y al Ministerio Fiscal. Si se suscitare oposición, el expediente se 
hará contencioso y el Letrado de la Administración citará a los interesados a una vista, continuando 
la tramitación con arreglo a lo previsto para el juicio verbal. 

 
Durante la tramitación del expediente de remoción, el Juez podrá suspender al tutor o 

curador en sus funciones y el Letrado de la Administración nombrará al tutelado o sujeto a curatela 
un defensor judicial.  

 
El Juez acordará lo procedente, nombrando un nuevo tutor o curador conforme a la 

legislación civil, debiendo remitir la correspondiente comunicación al Registro Civil. 
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 Excusa 
 

No pueden ser tutores: (artº 243 C.C.) 
 

1. Los que estuvieran privados o suspendidos en el ejercicio de la patria potestad o total o 
parcialmente de los derechos de guarda y educación, por resolución judicial.  

2. Los que hubieren sido legalmente removidos de una tutela anterior.  
3. Los condenados a cualquier pena privativa de libertad, mientras estén cumpliendo la 

condena.  
4. Los condenados por cualquier delito que haga suponer fundadamente que no desempeñarán 

bien la tutela. 
 
Tampoco pueden ser tutores: (artº 244 C.C.) 
 

1. Las personas en quienes concurra imposibilidad absoluta de hecho.  
2. Los que tuvieren enemistad manifiesta con el menor o incapacitado.  
3. Las personas de mala conducta o que no tuvieren manera de vivir conocida.  
4. Los que tuvieren importantes conflictos de intereses con el menor o incapacitado, 

mantengan con él pleito o actuaciones sobre el estado civil o sobre la titularidad de los 
bienes, o los que le adeudaren sumas de consideración. 

5. Los quebrados y concursados no rehabilitados, salvo que la tutela lo sea solamente de la 
persona. 
 
Tampoco pueden ser tutores los excluidos expresamente por el padre o por la madre en sus 

disposiciones en testamento o documento notarial, salvo que el Juez en resolución motivada estime 
otra cosa en beneficio del menor o del incapacitado (artº 245 C.C.). 

 
Si concurriera alguna de las causas previstas por el Código Civil para excusarse del ejercicio 

del cargo tutelar o de la curatela, el tutor o curador deberá alegarla dentro del plazo de quince días 
a contar desde que tenga conocimiento del nombramiento. Si el motivo de la excusa le sobreviniere 
durante su ejercicio, podrá alegarlo en cualquier momento, salvo las personas jurídicas, siempre que 
hubiera persona de parecidas condiciones para sustituirle (artº 50 Ley 15/2015). 

 
Se podrá admitir la excusa del tutor o del curador previa celebración de comparecencia, en la 

que necesariamente se oirá a la persona que se excuse, a la que le vaya a sustituir en el cargo y al 
afectado si tuviere suficiente madurez y, en todo caso, al menor si tuviere más de 12 años y al 
Ministerio Fiscal.  

 
Durante la tramitación del expediente, quien haya solicitado la renuncia estará obligado a 

ejercer la función y, de no hacerlo, se nombrará un defensor que le sustituya, quedando el sustituido 
responsable de todos los gastos ocasionados por la excusa si ésta fuera rechazada.  

 
Admitida la excusa se procederá al nombramiento de nuevo tutor o curador, debiendo 

remitir, en su caso, la correspondiente comunicación al Registro Civil. 
 

 Rendición de cuentas 
 

Anualmente, desde la aceptación del cargo, el tutor o curador deberá presentar dentro de 
los veinte días siguientes de cumplirse el plazo un informe sobre la situación personal del menor o 
persona con capacidad modificada judicialmente y una rendición de cuentas de la administración de 
sus bienes, si procediera (artº 51 Ley 15/2015) 
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Presentados los informes, el Letrado de la Administración citará a comparecencia ante el Juez 
al titular del cargo, al tutelado o asistido si tuviera suficiente madurez y, en todo caso, al menor si 
tuviere más de 12 años, a aquellos que estuvieran interesados y al Ministerio Fiscal, pudiéndose 
proponer de oficio o a instancia de parte las diligencias y pruebas que se estimen oportunas.  

 
Tras ello, hubiera o no oposición, el Juez resolverá sobre los informes anuales y la rendición 

de cuentas.  
 
Estas disposiciones serán de aplicación en los supuestos de rendición final de cuentas por 

extinción de la tutela o curatela, debiendo ser presentada, en su caso, en el plazo de tres meses 
desde el cese del cargo, prorrogables por el tiempo que fuere necesario si concurre justa causa. En 
estos casos también se oirá, si procediera, al nuevo tutor o curador y a los herederos del tutelado o 
asistido, en su caso.  

 
En todo caso, la aprobación judicial de las cuentas presentadas no impedirá el ejercicio de las 

acciones que recíprocamente puedan asistir al tutor o curador y al tutelado o sujeto a curatela o a 
sus causahabientes por razón de la tutela o curatela. 
 

 
 La guarda de hecho  

 

 
A instancia del Ministerio Fiscal, del sometido a guarda o de cualquiera que tenga un 

interés legítimo, el Juez que tenga conocimiento de la existencia de un guardador de hecho, podrá 
requerirle para que informe de la situación de la persona y bienes del menor, de la persona con 
capacidad modificada judicialmente o de la que hubiera de estarlo, y de su actuación en relación con 
los mismos (artº 52 Ley 15/2015). 

 
El Juez podrá establecer las medidas de control y de vigilancia que estime oportunas, sin 

perjuicio de promover expediente para la constitución de la tutela o curatela. Tales medidas se 
adoptarán, previa comparecencia, citando a la persona a quien afecte la guarda de hecho, al 
guardador y al Ministerio Fiscal. 
 

 
 De la protección del patrimonio de las personas con discapacidad 

 

 
Se aplicarán las normas siguientes a los expedientes que tengan por objeto alguna de las 

actuaciones judiciales previstas en el Capítulo I de la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, sobre 
protección patrimonial de las personas con discapacidad y, en concreto, para: (artº 56 Ley 15/2015) 

 
a) La constitución del patrimonio protegido de las personas con discapacidad o aprobación 

de las aportaciones al mismo cuando sus progenitores, tutor o curador se negaren 
injustificadamente a prestar el consentimiento o asentimiento a ello. 

b) El nombramiento de su administrador cuando no se pudiera realizar conforme al título 
de constitución.  

c) El establecimiento de exenciones a la exigencia de obtener por el administrador de la 
autorización o aprobación judicial para la realización de actos de disposición, gravamen u 
otros, que se refieran a los bienes y derechos integrantes del patrimonio protegido de las 
personas con discapacidad.  
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d) La sustitución del administrador, el cambio de las reglas de administración, el 
establecimiento de medidas especiales de fiscalización, la adopción de cautelas, la 
extinción del patrimonio protegido o cualquier otra medida de análoga naturaleza que 
sea necesaria tras la constitución del patrimonio protegido. 

 
Será competente para el conocimiento de este expediente el Juzgado de Primera Instancia 

del domicilio o, en su defecto, de la residencia de la persona con discapacidad (artº 57 Ley 15/2015). 
 
Para promover los expedientes regulados en este Capítulo únicamente está legitimado el 

Ministerio Fiscal, quien actuará de oficio o a solicitud de cualquier persona, debiendo ser oído en 
todas las actuaciones judiciales relativas al patrimonio protegido. Los interesados no precisarán de 
Abogado ni Procurador para intervenir en el expediente. 

 
El expediente se iniciará mediante solicitud por escrito del Ministerio Fiscal en la que se 

consignarán los datos y circunstancias de identificación de la persona con discapacidad, de sus 
representantes o su curador, según proceda y de los demás interesados en el asunto, así como el 
domicilio o los domicilios en que pueden ser citados, y los hechos y demás alegaciones que procedan 
(artº 58 Ley 15/2015). 

 
- El Juez dictará la resolución en interés de la persona con discapacidad. Si la resolución 

estableciera la constitución del patrimonio protegido de una persona con discapacidad, 
aquella deberá contener, al menos, el inventario de los bienes y derechos que inicialmente lo 
constituyan; las reglas de su administración y, en su caso, de fiscalización, así como los 
procedimientos de designación de las personas que hayan de integrar los órganos de 
administración o, en su caso, de fiscalización.  
 

- La resolución será recurrible en apelación con efectos suspensivos, salvo cuando se 
nombrare administrador del patrimonio protegido por no poderse designar conforme a las 
reglas establecidas en el documento público o la resolución judicial de constitución. 
 
Si la resolución dictada por el Juez fuera la constitución de un patrimonio protegido y el 

administrador designado no fuera el propio beneficiario del mismo, aquélla deberá ser comunicada 
al Registro Civil para su inscripción, así como las demás circunstancias relativas al patrimonio 
protegido y a la designación y modificación de administradores de dicho patrimonio. Igualmente, 
deberá entregarse testimonio de la resolución a la parte para su inscripción en los registros 
respectivos cuando los bienes que integren el patrimonio protegido tengan el carácter de 
registrables para su inscripción o anotación, o a las gestoras de instituciones de inversión colectiva o 
de sociedades mercantiles si se tratara de participaciones o acciones de las mismas. 
 

 
 autorización o aprobación judicial para la realización de actos de 

disposición, gravamen u otros que se refieran a los bienes y derechos 
de menores y personas con capacidad modificada judicialmente 
 

 
Se aplicarán las disposiciones que se relacionan a continuación a todos los casos en que, 

conforme al Código Civil o la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las 
personas con discapacidad, el representante legal del menor o persona con capacidad modificada 
judicialmente o el administrador de un patrimonio protegido necesite autorización o aprobación 
judicial para la validez de actos de disposición, gravamen u otros que se  refieran a sus bienes o 
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derechos o al patrimonio protegido, salvo que hubiera establecida una tramitación específica (artº 
61 Ley 15/2015). 
 

Será competente para el conocimiento de este expediente el Juzgado de Primera Instancia 
del domicilio o, en su defecto, de la residencia del menor o persona con capacidad modificada 
judicialmente (artº 62 Ley 15/2015). 

 
Podrán promover este expediente quienes ostenten la representación legal del menor o 

persona con capacidad modificada judicialmente a los fines de realizar el acto jurídico de que se 
trate, el curador o el defensor judicial en su caso, así como el constituido en tutela o curatela, si no 
le hubiese sido prohibido.  

 
Cuando se trate de la administración de bienes o derechos determinados, con facultades 

concretas sobre los mismos, conferida por su transmitente a título gratuito a favor de quien no 
ostente la representación legal de un menor o persona con capacidad modificada judicialmente, o 
cuando se ejerzan separadamente la tutela de la persona y la de los bienes deberá solicitar la 
autorización, si fuere precisa, el administrador designado por el transmitente o el tutor de los bienes. 
Si el acto fuera respecto a los bienes del patrimonio protegido, el legitimado será su administrador. 
No será preceptiva la intervención de Abogado ni Procurador siempre que el valor del acto para el 
que se inste el expediente no supere los 6.000 euros, siendo necesaria su actuación en otro caso. 

 
En la solicitud deberá expresarse el motivo del acto o negocio de que se trate, y se razonará 

la necesidad, utilidad o conveniencia del mismo; se identificará con precisión el bien o derecho a que 
se refiera; y se expondrá, en su caso, la finalidad a que deba aplicarse la suma que se obtenga (artº 
63 Ley 15/2015).  

 
Con la petición que se deduzca se presentarán los documentos y antecedentes necesarios 

para poder formular juicio exacto sobre el negocio de que se trate y, en su caso, las operaciones 
particionales de la herencia o de la división de la cosa común realizada.  

 
En el caso de autorización solicitada para transigir, se acompañará, además, el documento en 

que se hubieren formulado las bases de la transacción. Si la solicitud fuera para la realización de un 
acto de disposición podrá también incluirse en la solicitud la petición de que la autorización se 
extienda a la celebración de venta directa, sin necesidad de subasta ni intervención de persona o 
entidad especializada. En este caso, deberá acompañarse de dictamen pericial de valoración del 
precio de mercado del bien o derecho de que se trate y especificarse las demás condiciones del acto 
de disposición que se pretenda realizar. 

 
Admitida a trámite la solicitud por el Letrado de la Administración, éste citará a 

comparecencia al Ministerio Fiscal, así como a todas las personas que, según los distintos casos, 
exijan las leyes y, en todo caso, al afectado que tuviera suficiente madurez y al menor mayor de 12 
años (artº 64 Ley 15/2015). 

 
- Cuando proceda dictamen pericial se emitirá antes de celebrarse la comparecencia, debiendo 

citarse a ella al perito o peritos que lo hubiesen emitido, si así se acordara, para responder a 
las cuestiones que le planteen tanto los intervinientes como el Juez. 
 
El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida y valorando su conveniencia a los 

intereses del menor o persona con capacidad modificada judicialmente, resolverá concediendo o 
denegando la autorización o aprobación solicitada (artº 65 Ley 15/2015). 
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La autorización para la venta de bienes o derechos se concederá bajo la condición de 
efectuarse en pública subasta previo dictamen pericial de valoración de los mismos, salvo que se 
hubiera instado la autorización por venta directa o por persona o entidad especializada, sin 
necesidad de subasta y el Juez así lo autorice.  

 
Se exceptúa el caso de que se trate de acciones, obligaciones u otros títulos admitidos a 

negociación en mercado secundario, en que se acordará que se enajenen con arreglo a las leyes que 
rigen estos mercados.  

 
En el caso de autorización solicitada para transigir, si fuera concedida por el Juez, 

determinará la expedición de testimonio que se entregará al solicitante para el uso que corresponda. 
 
Si se autorizare la realización de algún acto de gravamen sobre bienes o derechos que 

pertenezcan al menor o persona con capacidad modificada judicialmente, o la extinción de derechos 
reales a ellos pertenecientes, se ordenará seguir las mismas formalidades establecidas para la venta, 
con exclusión de la subasta. La resolución será recurrible en apelación con efectos suspensivos. 

 
El Juez podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar que la cantidad obtenida por el 

acto de enajenación o gravamen, así como por la realización del negocio o contrato autorizado se 
aplique a la finalidad en atención a la que se hubiere concedido la autorización (artº 66 Ley 15/2015). 
 

 
 La declaración de ausencia y fallecimiento 

 

 
En la declaración de ausencia y fallecimiento, será competente el Juzgado de Primera 

Instancia del último domicilio de la persona de cuya declaración de ausencia o fallecimiento se trate, 
o, en su defecto, el de su última residencia (artº 68 Ley 15/2015). 

 
No obstante, lo anterior, si se tratara de la declaración de fallecimiento en los supuestos de 

los apartados 2 y 3 del artículo 194 del Código Civil2, será competente, en relación con todos los 
afectados, el Juzgado de Primera Instancia del lugar del siniestro. Si éste hubiera acaecido fuera del 
territorio español, será competente, respecto de los españoles y de las personas residentes en 
España, el del lugar donde se inició el viaje; y si éste se hubiera iniciado en el extranjero, el del lugar 
correspondiente al domicilio o residencia en España de la mayoría de los afectados. Cuando la 
competencia no se pudiera determinar conforme a los criterios anteriores, será competente el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar del domicilio o residencia de cualquiera de ellos.  

 
 
Están legitimados para presentar la solicitud de los expedientes de declaración de ausencia y 

fallecimiento el Ministerio Fiscal, de oficio o en virtud de denuncia, el cónyuge del ausente no 

                                                           
2 Artículo 194 C.C..  Procede también la declaración de fallecimiento: 2.º De los que resulte acreditado que se 

encontraban a bordo de una nave cuyo naufragio o desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado, 

o a bordo de una aeronave cuyo siniestro se haya verificado y haya evidencias racionales de ausencia de 

supervivientes. 3.º De los que no se tuvieren noticias después de que resulte acreditado que se encontraban a 

bordo de una nave cuyo naufragio o desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado o a bordo de 

una aeronave cuyo siniestro se haya verificado, o, en caso de haberse encontrado restos humanos en tales 

supuestos, y no hubieren podido ser identificados, luego que hayan transcurrido ocho días.  
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separado legalmente, la persona que esté unida por análoga relación de afectividad a la conyugal, los 
parientes consanguíneos hasta el cuarto grado y cualquier persona que fundadamente pueda tener 
sobre los bienes del desaparecido algún derecho ejercitable en vida del mismo o dependiente de su 
muerte. No obstante, la declaración de fallecimiento a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 
194 del Código Civil se realizará únicamente a instancia del Ministerio Fiscal.  

 
En los casos de desaparición o de ausencia legal, en la solicitud inicial se expresará el 

nombre, domicilio y demás datos de localización de los parientes conocidos más próximos del 
ausente o desaparecido hasta el cuarto grado de consanguinidad y el segundo de afinidad. En la 
tramitación de estos expedientes no será preceptiva la intervención de Abogado ni Procurador. 

 
En los casos de desaparición de una persona, si se solicitare por parte legitimada o por el 

Ministerio Fiscal, conforme al artículo 181 del Código Civil3, el nombramiento de un defensor, 
acreditados los requisitos que dicho precepto establece, se nombrará por el Letrado de la 
Administración defensor a quien corresponda, previa celebración de comparecencia en el plazo 
máximo de cinco días desde la presentación de la solicitud, a la que se citará a los interesados y al 
Ministerio Fiscal y se oirá a los testigos propuestos por el solicitante (artº 69 Ley 15/2015). 

 
En caso de urgencia por seguirse perjuicio si se esperase para el nombramiento hasta la 

celebración de la comparecencia, el Letrado de la Administración podrá designar de inmediato 
defensor a quien corresponda o a quien se proponga por el solicitante, así como adoptar medidas 
urgentes de protección del patrimonio del desaparecido, continuándose luego los trámites ordinarios 
del expediente que, en este caso, terminará por resolución por la que se ratifiquen o se revoquen el 
nombramiento y las medidas acordadas al inicio. 
 

 La declaración de ausencia legal  
 

La declaración de ausencia legal a que se refieren los artículos 182 a 184 del Código Civil, con 
el consiguiente nombramiento de representante del ausente, se instará por parte interesada o por el 
Ministerio Fiscal, aportando las pruebas precisas que acrediten la concurrencia en el caso de cuantos 
requisitos exige el mencionado Código para tal declaración (artº 70 Ley 15/2015).  

 
El Letrado de la Administración admitirá la solicitud y señalará día y hora para la 

comparecencia, que tendrá lugar en el plazo máximo de un mes, a la que citará al solicitante y al 
Ministerio Fiscal, así como a los parientes indicados en la solicitud inicial y a quienes consten en el 
expediente como interesados, y ordenará publicar dos veces la resolución de admisión mediante 
edictos, con intervalo mínimo de ocho días, en la forma establecida en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
en el «Boletín Oficial del Estado» y en el tablón del Ayuntamiento de la localidad en la que el ausente 

                                                           
3 Artº 181 C.C.. En todo caso, desaparecida una persona de su domicilio o del lugar de su última residencia, sin 

haberse tenido en ella más noticias, podrá el Secretario judicial, a instancia de parte interesada o del Ministerio 

Fiscal, nombrar un defensor que ampare y represente al desaparecido en juicio o en los negocios que no 

admitan demora sin perjuicio grave. Se exceptúan los casos en que aquél estuviese legítimamente 

representado voluntariamente conforme al artículo 183. El cónyuge presente mayor de edad no separado 

legalmente será el representante y defensor nato del desaparecido; y por su falta, el pariente más próximo 

hasta el cuarto grado, también mayor de edad. En defecto de parientes, no presencia de los mismos o urgencia 

notoria, el Secretario judicial nombrará persona solvente y de buenos antecedentes, previa audiencia del 

Ministerio Fiscal. También podrá adoptar, según su prudente arbitrio, las medidas necesarias a la conservación 

del patrimonio. 
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hubiere tenido su último domicilio. En el edicto se hará constar que podrá intervenir en la 
comparecencia cualquiera que pudiera tener interés en la declaración de ausencia. 

 
En estos expedientes, el Letrado de la Administración podrá adoptar de oficio o a instancia 

de interesado, con intervención del Ministerio Fiscal, cuantas medidas de averiguación e 
investigación considere procedentes, así como todas las de protección que juzgue útiles al 
desaparecido o ausente.  

Si en la comparecencia se propusiere la práctica de algún medio probatorio o actuación útil 
para la averiguación del paradero de la persona de que se trate en el expediente, el Letrado de la 
Administración podrá acordar su práctica posterior a la comparecencia. 

 
Practicadas las pruebas que se hayan estimado necesarias y finalizada la comparecencia, el 

Letrado de la Administración, si por el resultado de la prueba procediera, dictará decreto de 
declaración legal de ausencia, nombrará al representante del ausente con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 184 del Código Civil a quien le corresponderá la pesquisa de la persona del ausente, la 
protección y administración de sus bienes y el cumplimiento de sus obligaciones, y dispondrá cuanto 
proceda con arreglo a dicho Código, según el caso de que se trate (artº 71 Ley 15/2015) 

 
Serán aplicables a los representantes dativos del ausente, en cuanto se adapten a su especial 

representación, las disposiciones establecidas en los Capítulos IV y VIII sobre nombramiento de los 
tutores, la aceptación, excusa y remoción de su cargo, la prestación de fianza y la fijación de su 
retribución, así como la obtención de autorizaciones y aprobaciones para la realización de 
determinados actos referidos a bienes y derechos del ausente, y su rendición de cuentas una vez 
concluida su gestión, que se tramitarán y decidirán por el Letrado de la Administración de Justicia. 
 

Si antes de iniciarse el expediente para la declaración de ausencia legal se hubiese adoptado 
alguna de las medidas reguladas en el Código Civil para los casos de desaparición (medidas 
provisionales), subsistirán hasta que tenga lugar dicha declaración, a no ser que el Letrado de la 
Administración de Justicia, a instancia del interesado o del Ministerio Fiscal, estime conveniente 
modificarlas (artº 72 Ley 15/2015). 

 
Si no se hubiesen adoptado, podrá el Letrado de la Administración acordarlas con carácter 

provisional, en tanto no se ultime el expediente de ausencia. 
 

 La declaración de fallecimiento  
 

La declaración de fallecimiento a que se refiere el apartado 2.º del artículo 194 del Código 
Civil se instará por el Ministerio Fiscal inmediatamente después del siniestro. Si se tratara del 
supuesto regulado en el apartado 3.º del mismo artículo, lo hará a los ocho días del siniestro si no se 
hubieran identificado los restos (artº 74 Ley 15/2015). 

 
Aportadas o practicadas las pruebas que se hayan estimado necesarias para acreditar la 

concurrencia de cuantos requisitos exigen los mencionados apartados dentro del plazo máximo de 
cinco días, con la colaboración, en su caso, de las Oficinas diplomáticas o consulares 
correspondientes, el Letrado de la Administración competente dictará en el mismo día la resolución 
oportuna. El decreto dictado por el Letrado de la Administración de Justicia declarará el 
fallecimiento de cuantas personas se encontraren en tal situación, expresando como fecha a partir 
de la cual se entiende sucedida la muerte, la del siniestro.  

 
La declaración de fallecimiento a que se refieren el artículo 193 y los apartados 1, 4 y 5 del 

artículo 194 del Código Civil podrá instarse por los interesados o por el Ministerio Fiscal, y se 
tramitará conforme a lo establecido en este capítulo. El decreto que dicte el Letrado de la 



 Gestión Procesal y Administrativa Tema 31: Procedimientos de jurisdicción voluntaria. 

26 
 

Administración de Justicia en estos casos declarará, si resulta acreditado, el cese de la situación de 
ausencia legal, si hubiera sido decretada previamente, y el fallecimiento de la persona expresando la 
fecha a partir de la cual se entienda sucedida la muerte.  

 
Firme la declaración de fallecimiento del ausente, se abrirá la sucesión en los bienes del 

mismo, procediéndose a su adjudicación por los trámites establecidos en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil o extrajudicialmente, según los casos. 

 
Si se presentare alguna persona que dijese ser el declarado ausente o fallecido, el Letrado de 

la Administración ordenará que sea identificada por los medios adecuados que podrá acordar de 
oficio o a instancia del interesado, convocando comparecencia a la que serán citados la persona 
presentada, el Ministerio Fiscal y todos los que hubieren intervenido en el expediente de declaración. 
Terminada la comparecencia, el Letrado de la Administración dictará decreto dentro de los tres días 
siguientes por el que se dejará sin efecto o se ratificará la resolución de declaración de ausencia o 
fallecimiento (artº 75 Ley 15/2015).  

 
Si no se presentare, pero se tuvieran noticias de su supuesta existencia en paradero 

conocido, se notificará personalmente al presunto afectado la resolución de declaración de su 
ausencia o fallecimiento, requiriéndole para que en el plazo de veinte días aporte las pruebas de su 
identidad.  

 
- Transcurrido el plazo, con independencia que hubiera presentado o no las pruebas, el 

Letrado de la Administración convocará la comparecencia referida en el apartado anterior, 
citando a los que allí se expresa. El Letrado de la Administración dictará la resolución que 
proceda dentro de los tres días siguientes.  
 

- Si la persona que dijese ser el desaparecido lo solicitare y aportase identificación documental 
que el Letrado de la Administración judicial considerase bastante para ello, podrá decretarse 
la suspensión de la actuación del representante del declarado ausente hasta la celebración 
de la comparecencia.  
 

- Si se tuviere noticia de la muerte del desaparecido después de la declaración de ausencia o 
de fallecimiento, el Letrado de la Administración, previa celebración de comparecencia a la 
que se citará a los interesados y al Ministerio Fiscal y en la que se practicarán las pruebas 
pertinentes para la comprobación del fallecimiento, resolverá sobre la revocación de la 
resolución en los tres días siguientes. 

 
Si en cualquier momento durante la sustanciación de alguno de los expedientes a que se 

refieren los artículos anteriores de este Capítulo se comprobara el fallecimiento del desaparecido o 
ausente, se archivará el expediente y quedarán sin efecto las medidas que se hubieran adoptado artº 
76 Ley 15/2015). 

 
Se remitirá al Registro Civil todos los testimonios necesarios para hacer constar en él cuanto 

se previene en el artículo 198 del Código Civil. 
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31.3 EXPEDIENTES EN MATERIA DE FAMILIA 
 

 

 
 La dispensa del impedimento matrimonial 

 

 
El Juez de Primera Instancia del domicilio o, en su defecto, de la residencia de cualquiera de 

los contrayentes será competente para conocer de la solicitud de dispensa de los impedimentos de 
muerte dolosa del cónyuge o persona con la que hubiera estado unida por análoga relación de 
afectividad a la conyugal y de parentesco para contraer matrimonio del grado tercero entre 
colaterales, previstos en el artículo 48 del Código Civil (artº 81 Ley 15/2015) 
 

- Deberá promover este expediente el contrayente en quien concurra el impedimento para el 

matrimonio. 

El expediente se iniciará mediante solicitud dirigida al Juzgado que expresará los motivos en 
la que se basa, y a la que se acompañarán los documentos y antecedentes necesarios que acrediten 
la concurrencia de la justa causa exigida por el Código Civil para que proceda la dispensa y, en su 
caso, la proposición de prueba, cuya práctica se acordará por el Juez (artº 82 Ley 15/2015) 
 

Admitida a trámite por el Letrado de la Administración de Justicia la solicitud, citará a la 
comparecencia a los contrayentes y a aquellos que pudieran estar interesados, quienes serán oídos 
(artº 83 Ley 15/2015). 
 

- En la comparecencia se practicarán las pruebas que hubieren sido propuestas y acordadas. 

- El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida, resolverá concediendo o denegando la 

dispensa del impedimento para el matrimonio. 

En el caso de concesión de la dispensa para el matrimonio, el Letrado de la Administración de 
Justicia expedirá testimonio que se entregará al solicitante para el uso que corresponda. 
 

 
 Intervención judicial en relación con la patria potestad 

 

 
 Una vez admitida la solicitud por el Letrado de la Administración de Justicia, éste citará a la 

comparecencia al solicitante, al Ministerio Fiscal, a los progenitores, guardadores o tutores cuando 
proceda, a la persona con capacidad modificada judicialmente, en su caso o al menor si tuviere 
suficiente madurez y, en todo caso, si fuere mayor de 12 años. Si el titular de la patria potestad fuese 
un menor no emancipado, se citará también a sus progenitores y, a falta de éstos, a su tutor. Se 
podrá también acordar la citación de otros interesados (artº 85 Ley 15/2015). 
   

- El Juez podrá acordar, de oficio o a instancia del solicitante, de los demás interesados o del 

Ministerio Fiscal, la práctica durante la comparecencia de las diligencias que considere 

oportunas. 

- No será preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador para promover y actuar en 

estos expedientes. 
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Se aplicarán las disposiciones de esta sección cuando el Juez deba intervenir en los casos de 
desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad ejercitada conjuntamente por los progenitores (artº 
86 Ley 15/2015) 
 

- Será competente el Juzgado de Primera Instancia del domicilio o, en su defecto, de la 

residencia del hijo. 

- Están legitimados para promover este expediente ambos progenitores, individual o 

conjuntamente. 

- Si el titular de la patria potestad fuese un menor no emancipado, también estarán 

legitimados sus progenitores y, a falta de éstos, su tutor. 

 
 

 
31.4 EXPEDIENTES RELATIVOS AL DERECHO SUCESORIO 
 

 

 
 Declaración de herederos abintestato 

 

 
 Es un trámite que debe efectuarse cuando una persona fallece y no ha otorgado testamento. 
A tal efecto establece el artº 55 Ley 15/2015 que quienes se consideren con derecho a suceder 
abintestato a una persona fallecida y sean sus descendientes, ascendientes, cónyuge o persona 
unida por análoga relación de afectividad a la conyugal, o sus parientes colaterales, podrán instar 
la declaración de herederos abintestato. Esta se tramitará en acta de notoriedad autorizada por 
Notario competente para actuar en el lugar en que hubiera tenido el causante su último domicilio o 
residencia habitual, o donde estuviere la mayor parte de su patrimonio, o en el lugar en que hubiera 
fallecido, siempre que estuvieran en España, a elección del solicitante. También podrá elegir a un 
Notario de un distrito colindante a los anteriores. En defecto de todos ellos, será competente el 
Notario del lugar del domicilio del requirente. 
 

- El acta se iniciará a requerimiento de cualquier persona con interés legítimo, a juicio del 
Notario, y su tramitación se efectuará con arreglo a lo previsto en la presente Ley y a la 
normativa notarial. 

 
El requerimiento para la iniciación del acta deberá contener la designación y datos 

identificativos de las personas que el requirente considere llamadas a la herencia e ir acompañado de 
los documentos acreditativos del parentesco con el fallecido de las personas designadas como 
herederos, así como de la identidad y domicilio del causante. En todo caso deberá acreditarse el 
fallecimiento del causante y que éste ocurrió sin título sucesorio mediante información del Registro 
Civil y del Registro General de Actos de Última Voluntad, o, en su caso, mediante documento 
auténtico del que resulte a juicio del Notario, indubitadamente, que, a pesar de la existencia de 
testamento o contrato sucesorio, procede la sucesión abintestato, o bien mediante sentencia firme 
que declare la invalidez del título sucesorio o de la institución de heredero. Los documentos 
presentados o testimonio de los mismos quedarán incorporados al acta (artº 56 Ley 15/2015) 

 
- El requirente deberá aseverar la certeza de los hechos positivos y negativos, en que se haya 

de fundar el acta y deberá ofrecer información testifical relativa a que la persona de cuya 
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sucesión se trate ha fallecido sin disposición de última voluntad y de que las personas 
designadas son sus únicos herederos. 

 
- Cuando cualquiera de los interesados fuera menor o persona con capacidad modificada 

judicialmente y careciera de representante legal, el Notario comunicará esta circunstancia al 
Ministerio Fiscal para que inste la designación de un defensor judicial. 
 
En el acta habrá de constar necesariamente, al menos, la declaración de dos testigos que 

aseveren que de ciencia propia o por notoriedad les constan los hechos positivos y negativos cuya 
declaración de notoriedad se pretende. Dichos testigos podrán ser, en su caso, parientes del 
fallecido, sea por consanguinidad o afinidad, cuando no tengan interés directo en la sucesión. 
 

El Notario, a fin de procurar la audiencia de cualquier interesado, practicará, además de las 
pruebas propuestas por el requirente, las que se estimen oportunas, y en especial aquellas dirigidas a 
acreditar su identidad, domicilio, nacionalidad y vecindad civil y, en su caso, la ley extranjera 
aplicable. 

 
- Si se ignorase la identidad o domicilio de alguno de los interesados, el Notario recabará, 

mediante oficio, el auxilio de los órganos, registros, autoridades públicas y consulares que, 
por razón de su competencia, tengan archivos o registros relativos a la identidad de las 
personas o sus domicilios, a fin de que le sea librada la información que solicite, si ello fuera 
posible. 
 

- Si no lograse averiguar la identidad o el domicilio de alguno de los interesados, el Notario 
deberá dar publicidad a la tramitación del acta mediante anuncio publicado en el Boletín 
Oficial del Estado y podrá, si lo considera conveniente, utilizar otros medios adicionales de 
comunicación. También deberá exponer el anuncio del acta en los tablones de anuncios de 
los Ayuntamientos correspondientes al último domicilio del causante, al del lugar del 
fallecimiento, si fuera distinto, o al del lugar donde radiquen la mayor parte de sus bienes 
inmuebles. 

 
- Cualquier interesado podrá oponerse a la pretensión, presentar alegaciones o aportar 

documentos u otros elementos de juicio dentro del plazo de un mes a contar desde el día de 
la publicación o, en su caso, de la última exposición del anuncio. 

 
Ultimadas las anteriores diligencias y transcurrido el plazo de veinte días hábiles, a contar 

desde el requerimiento inicial o desde la terminación del plazo del mes otorgado para hacer 
alegaciones en caso de haberse publicado anuncio, el Notario hará constar su juicio de conjunto 
sobre la acreditación por notoriedad de los hechos y presunciones en que se funda la declaración de 
herederos. Cualquiera que fuera el juicio del Notario, terminará el acta y se procederá a su 
protocolización. 

 
En caso afirmativo, declarará qué parientes del causante son los herederos abintestato, 

expresando sus circunstancias de identidad y los derechos que por ley les corresponden en la 
herencia. 

 
Se hará constar en el acta la reserva del derecho a ejercitar su pretensión ante los Tribunales 

de los que no hubieran acreditado a juicio del Notario su derecho a la herencia y de los que no 
hubieran podido ser localizados. También quienes se consideren perjudicados en su derecho podrán 
acudir al proceso declarativo que corresponda. 
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Realizada la declaración de heredero abintestato, se podrá, en su caso, recabar de la 
autoridad judicial la entrega de los bienes que se encuentren bajo su custodia, a no ser que alguno 
de los herederos pida la división judicial de la herencia. 

  
Transcurrido el plazo de dos meses desde que se citó a los interesados sin que nadie se 

hubiera presentado o si fuesen declarados sin derecho los que hubieren acudido reclamando la 
herencia y si a juicio del Notario no hay persona con derecho a ser llamada, se remitirá copia del acta 
de lo actuado a la Delegación de Economía y Hacienda correspondiente por si resultare procedente la 
declaración administrativa de heredero. En caso de que dicha declaración no correspondiera a la 
Administración General del Estado, la citada Delegación dará traslado de dicha notificación a la 
Administración autonómica competente para ello. 
   

 
 El albaceazgo 

 

 
El albacea es la persona nombrada por el testador o por un juez de cumplir la última voluntad 

del causante. Dispone el artículo 91 Ley 15/2015 que este expediente procederá en los siguientes 
casos: 
 

- Para los casos de renuncia del albacea a su cargo o de prórroga del plazo del albaceazgo. 

- Para la remoción de su cargo. 

- Para la rendición de cuentas del albacea.  

- Para la obtención de autorización para que el albacea pueda efectuar actos de disposición 

sobre bienes de la herencia. 

Para la actuación en estos expedientes no será preceptiva la intervención de Abogado ni 
Procurador cuando la cuantía del haber hereditario sea inferior a 6.000 euros. 
 

Será competente para conocer de estos expedientes, cuya tramitación se ajustará a las 
normas comunes de esta Ley, el Juzgado de Primera Instancia del último domicilio o residencia 
habitual del causante, o de donde estuviere la mayor parte de su patrimonio, con independencia de 
su naturaleza de conformidad con la ley aplicable, o el del lugar en que hubiera fallecido, siempre 
que estuvieran en España, a elección del solicitante. En defecto de todos ellos, será competente el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar del domicilio del solicitante.  
 

La decisión de estos expedientes corresponderá al Juez, salvo en el caso de renuncia del 
albacea a su cargo o de prórroga del plazo del albaceazgo, que corresponderá al Letrado de la 
Administración de Justicia. 
 

 
 Contadores partidores dativos 

 

 
El testador podrá encomendar por acto «inter vivos» o «mortis causa» para después de su 

muerte la simple facultad de hacer la partición a cualquier persona que no sea uno de los 
coherederos. 
 
  No habiendo testamento, contador-partidor en él designado o vacante el cargo, el Letrado de 
la Administración de Justicia o el Notario, a petición de herederos y legatarios que representen, al 
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menos, el 50 por 100 del haber hereditario, y con citación de los demás interesados, si su domicilio 
fuere conocido, podrá nombrar un contador-partidor dativo (artº 1057 CC) 
 

Será de aplicación las disposiciones contenidas en el artº 92 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria 
para los casos de: 
 

- Renuncia del contador partidor nombrado o de prórroga del para la realización de su 

encargo. 

- Para la aprobación de la partición realizada por el contador-partidor cuando resulte 

necesario por no haber sido confirmada expresamente por todos los herederos y legatarios 

Para la actuación en estos expedientes no será preceptiva la intervención de Abogado ni  
Procurador cuando la cuantía del haber hereditario sea inferior a 6.000 euros. 
 

La tramitación y decisión de estos expedientes, que se ajustará a las normas comunes de esta 
Ley y a lo dispuesto en el Código Civil, corresponderá al Letrado de la Administración de Justicia del 
Juzgado de Primera Instancia del último domicilio o residencia habitual del causante, o de donde 
estuviere la mayor parte de su patrimonio, con independencia de su naturaleza de conformidad con 
la ley aplicable, o el del lugar en que hubiera fallecido, siempre que estuvieran en España, a elección 
del solicitante. En defecto de todos ellos, será competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar 
del domicilio del solicitante. 
 

 
 Aceptación y repudiación de la herencia  

 

 
Se aplicarán las disposiciones de este Capítulo en todos los casos en que, conforme a la ley, la 

validez de la aceptación o repudiación de la herencia necesite autorización o aprobación judicial (artº 
93 Ley 15/2015) 
 

En todo caso, precisarán autorización judicial:  
 

a) Los progenitores que ejerzan la patria potestad para repudiar la herencia o legados en 
nombre de sus hijos menores de 16 años, o si aun siendo mayores de esa edad, sin llegar a 
la mayoría, no prestaren su consentimiento. 

 
b) Los tutores, y en su caso, los defensores judiciales, para aceptar sin beneficio de inventario 

cualquier herencia o legado o para repudiar los mismos.  
 
c) Los acreedores del heredero que hubiere repudiado la herencia a la que hubiere sido 

llamado en perjuicio de aquellos, para aceptar la herencia en su nombre.  
 

Asimismo, será necesaria la aprobación judicial para la eficacia de la repudiación de la herencia 
realizada por los legítimos representantes de las asociaciones, corporaciones y fundaciones capaces 
de adquirir. 
 

Será competente para conocer de estos expedientes, cuya tramitación se ajustará a las 
normas comunes de esta Ley, el Juzgado de Primera Instancia del último domicilio o, en su defecto, 
de la última residencia del causante y, si lo hubiere tenido en país extranjero, el del lugar de su 
último domicilio en España o donde estuviere la mayor parte de sus bienes, a elección del solicitante.  
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Podrán promover este expediente quienes ostenten la representación de los llamados a la 
herencia, ellos mismos representados por el Ministerio Fiscal si fueran menores o tuvieren la 
capacidad modificada judicialmente, su defensor judicial si no se le hubiera dado la autorización en el 
nombramiento y los acreedores del heredero que hubiera repudiado la herencia. 
 

Para la actuación en estos expedientes no será preceptiva la intervención de Abogado ni 
Procurador cuando la cuantía del haber hereditario sea inferior a 6.000 euros. 
 

El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida y valorando su conveniencia a los intereses 
de los llamados a la herencia, resolverá concediendo o denegando la autorización o aprobación 
solicitada (artº 95 Ley 15/2015). 
 

En el caso de haberse solicitado autorización o aprobación para aceptar sin beneficio de 
inventario o repudiar la herencia, si no fuera concedida por el Juez, sólo podrá ser aceptada a 
beneficio de inventario. La resolución será recurrible en apelación con efectos suspensivos. 
 
 

 
31.5 EXPEDIENTES RELATIVOS AL DERECHO DE OBLIGACIONES 
 

 
Cuando, conforme al artículo 1128 del Código Civil o cualquier otra disposición legal, proceda 

que se señale judicialmente el plazo para el cumplimiento de una obligación a instancia de alguno de 
los sujetos de la misma, se seguirán las normas comunes de la presente Ley (artº 96 Ley) 
 

La tramitación y resolución del presente expediente corresponderá al Juez de Primera 
Instancia del domicilio del deudor (artº 97 Ley 15/2015) 
 
  Si la relación trabada fuera entre un consumidor o usuario y un empresario o profesional y 
éste fuera el deudor de la prestación, la competencia podrá corresponder también al Juez de Primera 
Instancia del domicilio del acreedor, a elección de éste.  
 

Para la actuación en este expediente no será preceptiva la intervención de Abogado ni 
Procurador.  
 

Si se suscitare oposición, el expediente se hará contencioso y el Letrado de la Administración 
de Justicia citará a los interesados a una vista, continuando la tramitación con arreglo a lo previsto 
para el juicio verbal. 

 

 
 De la consignación  

 

 
Se aplicará lo dispuesto en este Capítulo en los casos en que, procediendo la consignación 

conforme a la ley, se realice ante el órgano judicial (artº 98 Ley 15/2015). 
 
Será competente el Juzgado de Primera Instancia correspondiente al lugar donde deba 

cumplirse la obligación y, si pudiera cumplirse en distintos lugares, cualquiera de ellos a elección del 
solicitante. En su defecto, será competente el que corresponda al domicilio del deudor. Para la 
actuación en el presente expediente no será preceptiva la intervención de Abogado ni Procurador. 
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El que promueva la consignación judicial expresará en su solicitud los datos y circunstancias 
de identificación de los interesados en la obligación a que se refiera la consignación, el domicilio o los 
domicilios en que puedan ser citados, así como las razones de esta, todo lo relativo al objeto de la 
consignación, su puesta a disposición del órgano judicial y, en su caso, lo que se solicite en cuanto a 
su depósito. Asimismo, deberá acreditar haber efectuado el ofrecimiento de pago, si procediera, y 
en todo caso el anuncio de la consignación al acreedor y demás interesados en la obligación. Con la 
solicitud se habrá de efectuar la puesta a disposición de la cosa debida, sin perjuicio de que 
posteriormente pueda designarse como depositario al propio promotor (artº 99 Ley 15/2015). 

 
Si la solicitud no reuniera los requisitos necesarios, el Letrado de la Administración dictará 

decreto que así lo declare y mandará devolver al promotor lo consignado. En caso contrario, 
admitida la solicitud por el Letrado de la Administración, éste notificará a los interesados la 
existencia de la consignación, a los efectos de que en el plazo de diez días retiren la cosa debida o 
realicen las alegaciones que consideren oportunas. Igualmente adoptará las medidas oportunas en 
cuanto al depósito de la cosa debida.  

 
Cuando los interesados comparecidos retirasen la cosa debida aceptando expresamente la 

consignación, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto teniéndola por aceptada, 
con los efectos legales procedentes, mandando cancelar la obligación y, en su caso, la garantía, si así 
lo solicitara el promotor.  

 
Si transcurrido el plazo no procedieran a retirar la cosa debida, no realizaran ninguna 

alegación o rechazaran la consignación, se dará traslado al promotor para que inste, en el plazo de 
cinco días, la devolución de lo consignado o el mantenimiento de la consignación. En el caso de que 
el promotor solicitara la devolución de lo consignado, se dará traslado de la petición al acreedor por 
cinco días, y si le autorizara a retirarlo, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto 
acordando el archivo del expediente y el acreedor perderá toda preferencia que tuviere sobre la cosa 
y los copromotores y fiadores quedarán libres. Si la cosa fuera retirada por la exclusiva voluntad del 
promotor, el archivo del expediente dejará subsistente la obligación. Cuando el promotor instara el 
mantenimiento de la consignación, el Letrado de la Administración de Justicia citará al promotor, al 
acreedor y a aquellos que pudieran estar interesados a una comparecencia a celebrar ante el Juez, en 
la que serán oídos y se practicarán aquellas pruebas que hubieren sido propuestas y acordadas.  

 
El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida, la obligación y la concurrencia en la 

consignación de los requisitos que correspondan, resolverá declarando o no estar bien hecha la 
misma. Si la resolución tuviere por bien hecha la consignación, ésta producirá los efectos legales 
procedentes, se entregará al acreedor la cosa consignada y se mandará cancelar la obligación si el 
promotor lo solicitare. En caso contrario, la obligación subsistirá y se devolverá al promotor lo 
consignado.  

 
Los gastos ocasionados por la consignación serán de cuenta del acreedor si fuera aceptada o 

se declarase estar bien hecha. Esos gastos serán de cuenta del promotor si fuera declarada 
improcedente o retirase la cosa consignada. 
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31.6 EXPEDIENTES RELATIVOS A LOS DERECHOS REALES 
 

 

 
 Autorización judicial al usufructuario para reclamar 

créditos vencidos que formen parte del usufructo 
 

 
Se aplicarán las disposiciones de este Capítulo en los supuestos en los que el usufructuario 

pretenda reclamar y cobrar por sí los créditos vencidos que formen parte del usufructo, cuando esté 
dispensado de prestar fianza o no hubiese podido constituirla, o la constituida no fuese suficiente y 
no cuente con la autorización del propietario para hacerlo, así como para poner a interés el capital 
obtenido con dicha reclamación si no contara con el acuerdo del propietario (artº 100 Ley 15/2015). 
 

Será competente para conocer de estos expedientes, cuya tramitación se ajustará a las 
normas comunes de la presente Ley, el Juzgado de Primera Instancia del último domicilio o en su 
defecto, de la última residencia del solicitante.  
 

- Para la actuación en estos expedientes no será preceptiva la intervención de Abogado ni de 

Procurador. 

El expediente se iniciará mediante solicitud del usufructuario, a la que se acompañarán los 
documentos o medios de prueba que acrediten su derecho, la existencia del crédito vencido que se 
pretenda reclamar o, en su caso, el importe cobrado al realizar el mismo y que pretenda poner a 
interés y la falta de la autorización del propietario (artº 102 Ley 15/2015). 
 

Admitida a trámite por el Letrado de la Administración de Justicia la solicitud, convocará a 
la comparecencia al promotor, al propietario y a aquellos que pudieran estar interesados en el cobro 
del crédito, quienes serán oídos por este orden (artº 103 Ley 15/2015). 

 
- Se practicarán aquellas pruebas que hubieren sido propuestas y acordadas. 

- El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida y valorando la conveniencia del cobro del 

crédito que forma parte del usufructo o de la inversión del capital obtenido, resolverá 

concediendo o denegando la autorización solicitada. 

 
 Deslinde de finca no inscritas 

 

 
Estas disposiciones también se aplicarán cuando se pretenda obtener el deslinde de fincas 

que no estuvieran inscritas en el Registro de la Propiedad. Tratándose de fincas inscritas, se aplicará 
lo dispuesto en la legislación hipotecaria. Tampoco resultarán de aplicación a los inmuebles cuya 
titularidad corresponda a las Administraciones Públicas, cuyo deslinde se practicará conforme a su 
legislación específica (artº 104 Ley 15/2015). 
 

Será competente para el conocimiento de este expediente el Letrado de la Administración 
de Justicia del Juzgado de Primera Instancia correspondiente al lugar donde estuviera situada la finca 
o la mayor parte de ella (artº 105 Ley 15/2015). 
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- Se iniciará el expediente a instancia del titular del dominio de la finca o, de ser varios, de 

cualquiera de ellos, o del titular de cualquier derecho real de uso y disfrute sobre la misma. 

- En la tramitación del presente expediente será preceptiva la intervención de Abogado si el 

valor de la finca fuera superior a 6.000 euros. 

El expediente se iniciará mediante escrito en el que se harán constar las circunstancias tanto 
de la finca que se pretende deslindar como las colindantes, así como los datos identificativos de los 
titulares de una y otras (artº 106 Ley 15/2015). 
 

- El Letrado de la Administración de Justicia, admitida la solicitud, comunicará el inicio del 

expediente a todos los interesados, quienes, en el plazo de quince días, podrán hacer las 

alegaciones y presentar las pruebas que estimen procedentes.  

- Transcurrido el plazo, el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado a dichos 

interesados de toda la documentación aportada y les citará al acto de deslinde a celebrar en 

el plazo de treinta días para buscar la avenencia entre ellos.  

De lograrse el acuerdo, entre todos los interesados o parte de ellos, el Letrado de la 
administración de justicia hará constar en un acta todo cuanto acuerden y que el acto terminó con 
avenencia total o parcial respecto de alguno o algunos de los linderos, así como los términos de la 
misma, debiendo ser firmada por los comparecientes (artº 107.1 Ley 15/2015). 
 

- Si no pudiere conseguirse acuerdo alguno, se hará constar que el acto terminó sin avenencia.  

Finalizado el acto, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto haciendo 
constar la avenencia, o que fue parcial respecto de alguno o algunos de los linderos, o que se celebró 
sin avenencia, acordándose el archivo definitivo de las actuaciones (artº 107.2 Ley 15/2015). 
 

- Al decreto se incorporará el acta y, en todo caso, la certificación catastral descriptiva y gráfica 

y, en el supuesto de discordancia con esta, la representación gráfica alternativa aportada. 

 El Letrado de la Administración de Justicia remitirá testimonio del acta y del decreto al 
Catastro a los efectos de que puedan realizarse por este, en su caso, las alteraciones catastrales que 
correspondan, según su normativa reguladora. 

 
 

 
31.7 EXPEDIENTES DE SUBASTAS VOLUNTARIAS 
 

 
Se aplicarán las disposiciones de este título siempre que deba procederse, fuera de un 

procedimiento de apremio, a la enajenación en subasta de bienes o derechos determinados, a 
instancia del propio interesado (artº 108 Ley 15/2015) 

 
Será competente el Juzgado de Primera Instancia que corresponda al domicilio del titular, y 

si fueran varios titulares, el correspondiente a cualquiera de ellos. Tratándose de bienes inmuebles 
será competente el del lugar donde éstos radiquen (artº 109 Ley 15/2015) 
 

- Para la actuación en este expediente no será preceptiva la intervención de Abogado y 

Procurador. 
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Será necesario solicitud de iniciación del expediente, con la identificación y estado del bien 
o derecho (artº 110 Ley 15/2015). 
 

- En caso de existir arrendatarios u ocupantes del inmueble de cuya enajenación se trate, el 

solicitante deberá identificarlos en su solicitud inicial, procediéndose en tal caso, en la forma 

prescrita en el artículo 661 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

- En la solicitud podrá pedirse al Letrado de la Administración de Justicia que acuerde la venta 

del bien o derecho por persona o entidad especializada. De estimarse procedente, el Letrado 

de la Administración de Justicia acordará dicha venta con sujeción a lo establecido en al 

artículo 641 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto sea compatible con las disposiciones 

de este Título. 

El Letrado de la Administración de Justicia, antes de resolver sobre la solicitud, consultará el 
Registro Público Concursal (artº 111 Ley 15/2015). 
 

- A la vista de la documentación, resolverá lo que proceda sobre la celebración de la subasta.  

- Acordada su celebración, si se tratare de la subasta de un bien inmueble o derecho real 

inscrito en el Registro de la Propiedad o bienes muebles sujetos a un régimen de publicidad 

registral similar al de aquéllos, el Letrado de la Administración de Justicia solicitará por 

procedimientos electrónicos certificación registral de dominio y cargas. 

- El Registrador de la propiedad expedirá la y hará constar por nota al margen del bien o 

derecho esta circunstancia. Esta nota producirá el efecto de indicar la situación de venta en 

subasta del bien o derecho y caducará a los seis meses de su fecha salvo que con 

anterioridad el Letrado de la Administración de Justicia notifique al Registrador el cierre del 

expediente o su suspensión, en cuyo caso el plazo se computará desde que el Letrado de la 

Administración de Justicia notifique su reanudación. 

La subasta se llevará a cabo, en todo caso, de forma electrónica en el Portal de Subastas de 
la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, bajo la responsabilidad del Letrado de la Administración 
de Justicia, por lo que serán de aplicación las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil al 
respecto. 
 

- Terminada la subasta, el Letrado de la Administración de Justicia, mediante decreto, 

aprobará el remate en favor del único o mejor postor, siempre y cuando cubra el tipo 

mínimo que hubiera fijado el solicitante. 

- Cuando en la subasta no hubiere ningún postor o el solicitante no hubiera aceptado la 

proposición, se sobreseerá el expediente.  

- El decreto de adjudicación contendrá la descripción del bien o derecho, la identificación de 

los intervinientes, expresión de las condiciones de la adjudicación y los demás requisitos 

necesarios, en su caso, para la inscripción registral. 

- Un testimonio de dicha resolución, que se entregará al adjudicatario, será título suficiente 

para la práctica de las inscripciones registrales que, en su caso, correspondan. 
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31.8 EXPEDIENTES EN MATERIA MERCANTIL 
 

 

 

 Exhibición de libros de las personas obligadas a llevar 
contabilidad 

 La convocatoria de juntas generales 

 Nombramiento y revocación de liquidador, auditor o 
interventor 

 La disolución judicial de sociedades  

 Robo, hurto, extravío o destrucción de título valor o 
representación de partes de socio 

 Nombramiento de perito en los contratos de seguro 
 

 
 

 Exhibición de libros de las personas obligadas a llevas contabilidad 
 
 
La exhibición de libros, documentos y soportes contables de la persona obligada a llevarlos, 

en los casos en los que proceda conforme a la ley y con el alcance que éstas determinen, se podrá 
solicitar mediante este expediente, siempre que no exista norma especial aplicable al caso (artº 112 
Ley 15/2015). 

 
La competencia corresponderá al Juzgado de lo Mercantil del domicilio de la persona 

obligada a la exhibición, o del establecimiento a cuya contabilidad se refieran los libros y documentos 
de cuya exhibición se trate. En la tramitación de estos expedientes será preceptiva la intervención 
de Abogado y Procurador (artº 113 Ley 15/2015). 

 
Admitida la solicitud por el Letrado de la Administración de Justicia, éste citará a una 

comparecencia ante el Juez a quienes hayan de intervenir en el expediente. El Juez resolverá sobre 
la solicitud motivadamente en la propia comparecencia, documentándose con posterioridad por el 
Letrado de la Administración de Justicia, o en los cinco días siguientes a su finalización mediante 
auto. 

 
Si la persona obligada a la exhibición se negara injustificadamente, obstaculizara o 

quebrantara el deber de colaborar y facilitar el acceso a la documentación solicitada, será requerida 
por el Letrado de la Administración de Justicia, a instancia del solicitante, para que lo haga y se 
abstenga de reiterar el quebrantamiento, con apercibimiento de la imposición de multa y de incurrir 
en un delito de desobediencia a la autoridad judicial (artº 116 Ley 15/2015). 
 

- Si el incumplimiento persistiere, el Letrado de la Administración de Justicia, tras oír al 
requerido, para asegurar el cumplimiento de la orden, podrá imponer mediante decreto y 
respetando el principio de proporcionalidad, multas coercitivas de hasta 300 euros al día, 
que se ingresarán en el Tesoro Público.  
 

- Para determinar la cuantía de la multa el Letrado de la Administración de Justicia deberá 
tener en cuenta las circunstancias del hecho de que se trate, así como los perjuicios que al 
otro interesado se hubieren podido causar. 
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 Convocatoria de juntas generales 

 
 

El expediente previsto en este capítulo se aplicará en todos los casos en que las leyes 
permitan solicitar la convocatoria de una junta general, sea ordinaria o extraordinaria (artº 117 Ley 
15/2015). 
 

Será competente el Juzgado de lo Mercantil del domicilio social de la entidad a la que se 
haga referencia. Podrá solicitar la convocatoria quien resulte legitimado para ello por las 
correspondientes leyes. Para la actuación en este expediente será preceptiva la intervención de 
Abogado y Procurador (artº 118 Ley 15/2015). 
 

El expediente se iniciará mediante escrito solicitando la convocatoria de la junta, en donde se 
hará constar la concurrencia de los requisitos exigidos legalmente en cada caso, acompañando los 
estatutos, los documentos que justifiquen la legitimación y el cumplimiento de dichos requisitos 
(artº 119 Ley 15/2015). 

 
- Si la junta fuera ordinaria, la solicitud deberá fundamentarse en que no se ha reunido dentro 

de los plazos legalmente establecidos. Si la junta solicitada fuera extraordinaria, se 
expresarán los motivos de la solicitud y el orden del día que se solicita.  
 

- También se podrá solicitar en el escrito que se designe un presidente y Letrado de la 
Administración de Justicia distintos de los que corresponda estatutariamente.  
 

- Admitida la solicitud, el Letrado de la Administración de Justicia señalará día y hora para la 
comparecencia, a la que se citará al órgano de administración. 

 
Si accediere a lo solicitado, convocará la junta general en el plazo de un mes desde que 

hubiera sido formulada la solicitud, indicando lugar, día y hora para la celebración, así como el 
orden del día, y designará al presidente y secretario de la misma. El lugar establecido deberá ser el 
fijado en los Estatutos, y si no lo estuviera deberá estar dentro del término municipal donde radique 
el domicilio de la sociedad. Si se solicitare simultáneamente la celebración de una junta ordinaria y 
extraordinaria podrá acordarse que se celebren conjuntamente. Contra el decreto por el que se 
acuerde la convocatoria de la junta general no cabrá recurso alguno (artº 119 Ley 15/2015). 
 

 
 Nombramiento y revocación de liquidador, auditor o interventor 

 
 
En todos aquellos casos en que la ley prevea la posibilidad de solicitar al Letrado de la 

Administración de Justicia el nombramiento de liquidador, auditor o interventor, se seguirá el 
expediente previsto en este Capítulo. Para la revocación o cese de los nombramientos, cuando sea 
necesario que se realice por el Letrado de la Administración de Justicia, se seguirá el mismo 
expediente (artº 120 Ley 15/2015). 

 
La competencia para el nombramiento de liquidador, auditor e interventor corresponderá al 

Juzgado de lo Mercantil del domicilio social de la entidad a la que se haga referencia. Podrá solicitar 
el nombramiento de liquidador, auditor o interventor quien resulte legitimado para ello por las 
correspondientes leyes. En la tramitación de estos expedientes será preceptiva la intervención de 
Abogado y Procurador (artº 121 Ley 15/2015). 
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El expediente se iniciará mediante escrito en que se solicitará el nombramiento de 

liquidador, auditor e interventor y se hará constar la concurrencia de los requisitos exigidos 
legalmente en cada caso, acompañando los documentos en que se apoye la solicitud (artº 122 Ley 
15/2015). 

 
- Examinada la solicitud y la documentación aportada, el Letrado de la Administración de 

Justicia convocará a una comparecencia, citando a los interesados que, conforme a la ley, 
hayan de intervenir en el expediente. 

 
El Letrado de la Administración de Justicia resolverá el expediente por medio de decreto, 

que dictará en el plazo de cinco días a contar desde la terminación de la comparecencia.  La decisión 
se notificará a los nombrados para la aceptación del cargo. Aceptado el nombramiento, se les 
proveerá de la acreditación correspondiente. El testimonio de la resolución se remitirá al Registro 
Mercantil que corresponda para su inscripción (artº 123 Ley 15/2015). 

 
 

 La disolución de sociedades 
 
 
Se aplicará el expediente regulado en este Capítulo a la disolución judicial de una sociedad en 

los casos en que proceda conforme a la ley. 
 
La competencia para proceder a la disolución judicial de una sociedad corresponderá al 

Juzgado de lo Mercantil de su domicilio social. Están legitimados para instar la disolución judicial de 
la sociedad los administradores, los socios y cualquier interesado. En la tramitación de estos 
expedientes será preceptiva la intervención de Abogado y Procurador (artº 126 Ley 15/2015). 

 
El expediente se iniciará mediante escrito en que se hará constar la concurrencia de los 

requisitos exigidos legalmente para proceder a la disolución judicial de la sociedad, acompañando los 
documentos en que se apoye la solicitud. Cuando la solicitud se presente por un sujeto legitimado 
distinto de los administradores, se deberá acreditar que se ha procedido a notificar a la sociedad la 
solicitud de disolución. El Letrado de la Administración de Justicia dará traslado del escrito a los 
administradores, si no hubieran promovido el expediente, y convocará una comparecencia citando 
a éstos y a los demás interesados que, conforme a la ley, hayan de intervenir en el expediente (artº 
127 Ley 15/2015). 

 
El Juez resolverá el expediente por medio de auto en el plazo de cinco días a contar desde 

la terminación de la comparecencia. En el supuesto de que el Juez declare disuelta la sociedad, el 
auto incluirá la designación de las personas que vayan a desempeñar el cargo de liquidadores, y un 
testimonio del mismo se remitirá al Registro Mercantil que corresponda para su inscripción (artº 128 
Ley 15/2015). 

 
 

 Robo, hurto, extravío o destrucción de título valor o representación de partes de socio 
 
 
Se aplicarán las disposiciones de este Capítulo cuando se solicite la adopción de las medidas 

previstas en la legislación mercantil en los casos de robo, hurto, extravío o destrucción de títulos 
valor o de representación de partes de socio (artº 132 Ley 15/2015). 
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Será competente el Juzgado de lo Mercantil del lugar de pago cuando se trate de un título 
de crédito, del lugar de depósito en el caso de títulos de depósito, o el del lugar del domicilio de la 
entidad emisora cuando los títulos fueran valores mobiliarios, según proceda. Estarán legitimados 
para iniciar el expediente regulado en este Capítulo los poseedores legítimos de los títulos que 
hubieren sido desposeídos de los mismos, así como los que hubieren sufrido su destrucción o 
extravío. Para la actuación en este expediente será preceptiva la intervención de Abogado y 
Procurador (artº 133 Ley 15/2015). 

 
El denunciante deberá solicitar la iniciación del expediente regulado en este Capítulo en el 

plazo máximo de nueve días a contar desde la formalización de la denuncia (artº 136 15/2015). 
 
El expediente se iniciará mediante un escrito en el que el interesado justificará su 

legitimación para promoverlo. Si se hubiere denunciado la desposesión del valor ante la Sociedad 
Rectora del mercado secundario oficial correspondiente, deberá hacerse constar, expresando la 
fecha de la presentación de la denuncia (artº 135 Ley 15/2015). 

 
- Incoado el expediente, el Letrado de la Administración de Justicia lo comunicará al emisor de 

los valores y, si se tratara de un título admitido a negociación, a la Sociedad Rectora del 
mercado secundario oficial correspondiente, a los efectos previstos en el artículo anterior. 
 

- El Letrado de la Administración de Justicia acordará el anuncio de la incoación del 
expediente en el «Boletín Oficial del Estado» y en un periódico de gran circulación en su 
provincia y dispondrá la citación de quien pueda estar interesado en el expediente. 
 

- Celebrada la comparecencia, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto en 
el que se pronunciará acerca de la prohibición de negociar o transmitir los valores, de la 
suspensión del pago del capital, intereses o dividendos, o bien del depósito de las 
mercancías, según proceda en atención al título de que se trate y, en su caso, ratificará la 
prohibición de negociación acordada por la Sociedad Rectora del mercado secundario oficial 
correspondiente. 
 

- Transcurrido el plazo de seis meses sin que se haya suscitado controversia, el Letrado de la 
Administración de Justicia autorizará al que promovió el expediente a cobrar los 
rendimientos que produzca el título, comunicándoselo, a instancia de éste, al emisor para 
que pueda proceder a su pago. 
 

- Transcurrido el plazo de un año sin mediar oposición, el Letrado de la Administración de 
Justicia ordenará al emisor la expedición de nuevos títulos que se entregarán al solicitante. 
 

- En ningún caso procederá la anulación del título o títulos, si el tenedor actual que formule 
oposición los hubiera adquirido de buena fe conforme a la ley de circulación del propio título. 
 
 

 Nombramiento de perito en los contratos de seguro 
 
 
Se aplicará el expediente regulado en este Capítulo cuando en el contrato de seguro, 

conforme a su legislación específica, no haya acuerdo entre los peritos nombrados por el asegurador 
y el asegurado para determinar los daños producidos y aquéllos no estén conformes con la 
designación de un tercero (artº 136 Ley 15/2015). 
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Será competente para el conocimiento de este expediente el Juzgado de lo Mercantil del 
lugar del domicilio del asegurado. Podrán promover este expediente cualquiera de las partes del 
contrato de seguro o ambas conjuntamente. En la tramitación de este expediente no será preceptiva 
la intervención de Abogado y Procurador (artº 137 Ley 15/2015). 

 
Se iniciará el expediente mediante escrito presentado por cualquiera de los interesados en 

el que se hará constar el hecho de la discordia de los peritos designados por los interesados para 
valorar los daños sufridos, solicitando el nombramiento de un tercer perito. Al escrito se acompañará 
la póliza de seguro y los dictámenes de los peritos (artº 138 Ley 15/2015). 

 
Admitida a trámite la solicitud, se convocará a una comparecencia, en la que el Letrado de 

la Administración de Justicia instará a los interesados a que se pongan de acuerdo en el 
nombramiento de otro perito y, si no hubiere acuerdo, procederá a nombrarlo con arreglo a las 
normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 
- Verificado el nombramiento, se hará saber al designado para que manifieste si acepta o no el 

cargo, lo que podrá realizar alegando justa causa.  
 

-  Aceptado el cargo, se le proveerá del consiguiente nombramiento, debiendo emitir el 
dictamen en el plazo de treinta días, el cual se incorporará al expediente, dándose por 
finalizado el mismo. 

 
 

 
31.9 LA CONCILIACION 
 

 

 

 Competencia y solicitud 

 Admisión, señalamiento y citación 

 Celebración del acto de conciliación 

 Ejecución 

 Acción de nulidad 
 

 
Se podrá intentar la conciliación con arreglo a las previsiones de este Título para alcanzar un 

acuerdo con el fin de evitar un pleito. La utilización de este expediente para finalidades distintas de 
la prevista en el párrafo anterior y que suponga un manifiesto abuso de derecho o entrañe fraude 
de ley o procesal tendrá como consecuencia la inadmisión de plano de la petición.  

 
No se admitirán a trámite las peticiones de conciliación que se formulen en relación con 

(artº 139 Ley 15/2015): 
  
1. Los juicios en que estén interesados los menores y las personas con capacidad 

modificada judicialmente para la libre administración de sus bienes.  
2. Los juicios en que estén interesados el Estado, las Comunidades Autónomas y las demás 

Administraciones públicas, Corporaciones o Instituciones de igual naturaleza.  
3. El proceso de reclamación de responsabilidad civil contra Jueces y Magistrados. 
4. En general, los que se promuevan sobre materias no susceptibles de transacción ni 

compromiso.  
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 Competencia y solicitud 

 
 

Será competente para conocer de los actos de conciliación (artº 140 Ley 15/2015): 
  

1. El Juez de Paz o el Letrado de la Administración de Justicia del Juzgado de Primera 
Instancia o del Juzgado de lo Mercantil, cuando se trate de materias de su competencia, 
del domicilio del requerido. Si no lo tuviera en territorio nacional, el de su última 
residencia en España (artº 140). No obstante lo anterior, si la cuantía de la petición fuera 
inferior a 6.000 euros y no se tratara de cuestiones atribuidas a los Juzgados de lo 
Mercantil la competencia corresponderá, en su caso a los Jueces de Paz. 

 
2. Si el requerido fuere persona jurídica, será asimismo competente el del lugar del 

domicilio del solicitante, siempre que en dicho lugar tenga el requerido delegación, 
sucursal, establecimiento u oficina abierta al público o representante autorizado para 
actuar en nombre de la entidad, debiendo acreditar dicha circunstancia.  

 
3. Si tras la realización de las correspondientes averiguaciones sobre el domicilio o 

residencia, éstas fueran infructuosas o el requerido de conciliación fuera localizado en 
otro partido judicial, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto o el Juez 
de Paz auto dando por terminado el expediente, haciendo constar tal circunstancia y 
reservando al solicitante de la conciliación el derecho a promover de nuevo el expediente 
ante el Juzgado competente. 

 
4. Si se suscitaren cuestiones de competencia del Juzgado o de recusación del Letrado de la 

Administración de Justicia o Juez de Paz ante quien se celebre el acto de conciliación, se 
tendrá por intentada la comparecencia sin más trámites.  

 
El que intente la conciliación presentará ante el órgano competente solicitud por escrito en 

la que se consignarán los datos y circunstancias de identificación del solicitante y del requerido o 
requeridos de conciliación, el domicilio o los domicilios en que pueden ser citados, el objeto de la 
conciliación que se pretenda y la fecha, determinando con claridad y precisión cuál es el objeto de la 
avenencia (artº 141 Ley 15/2015) 

 
- El solicitante podrá igualmente formular su solicitud de conciliación cumplimentando 

unos impresos normalizados que, a tal efecto, se hallarán a su disposición en el órgano 
correspondiente.  

 
- En los expedientes de conciliación no será preceptiva la intervención de Abogado ni 

Procurador. 
 

 
 Admisión, señalamiento y citación 

 
 

El Letrado de la Administración de Justicia o Juez de Paz, en los cinco días hábiles siguientes 
a aquel en que se presente la solicitud, dictará resolución sobre su admisión y citará a los 
interesados, señalando el día y hora en que haya de tener lugar el acto de conciliación (artº 142 Ley 
15/2015). 
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- Entre la citación y el acto de conciliación deberán mediar al menos cinco días, y en 
ningún caso podrá demorarse más de 10 días desde la admisión. 
 

La presentación con ulterior admisión de la solicitud de conciliación interrumpirá la 
prescripción, tanto adquisitiva como extintiva, en los términos y con los efectos establecidos en la 
ley, desde el momento de su presentación. El plazo para la prescripción volverá a computarse desde 
que recaiga decreto del Letrado de la Administración de Justicia o auto del Juez de Paz poniendo 
término al expediente (artº 143 Ley 15/2015).  

 
Las partes deberán comparecer por sí mismas o por medio de Procurador, siendo de 

aplicación las normas sobre representación recogidas en el Título I del Libro I de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (artº 144 Ley 15/2015).  

 
- Si no compareciere el solicitante ni alegare justa causa para no concurrir, se le tendrá por 

desistido y se archivará el expediente. El requerido podrá reclamar al solicitante la 
indemnización de los daños y perjuicios que su comparecencia le haya originado, si el 
solicitante no acreditare que su incomparecencia se debió a justa causa. De la reclamación se 
dará traslado por cinco días al solicitante, y resolverá el Letrado de la Administración de 
Justicia o el Juez de Paz, sin ulterior recurso, fijando, en su caso, la indemnización que 
corresponda.  
 

- Si el requerido de conciliación no compareciere ni alegare justa causa para no concurrir, se 
pondrá fin al acto, teniéndose la conciliación por intentada a todos los efectos legales. Si, 
siendo varios los requeridos, concurriese sólo alguno de ellos, se celebrará con él el acto y se 
tendrá por intentada la conciliación en cuanto a los restantes.  

 
- Si el del Letrado de la Administración de Justicia o el Juez de Paz, en su caso, considerase 

acreditada la justa causa alegada por el solicitante o requerido para no concurrir, se señalará 
nuevo día y hora para la celebración del acto de conciliación en el plazo de los cinco días 
siguientes a la decisión de suspender el acto.  

 
 

 Celebración del acto de conciliación 
 

 
En el acto de conciliación expondrá su reclamación el solicitante, manifestando los 

fundamentos en que la apoye; contestará el requerido lo que crea conveniente y podrán los 
intervinientes exhibir o aportar cualquier documento en que funden sus alegaciones. Si no hubiera 
avenencia entre los interesados, el Letrado de la Administración de Justicia o el Juez de Paz 
procurará avenirlos, permitiéndoles replicar y contrarreplicar, si quisieren y ello pudiere facilitar el 
acuerdo (artº 145 Ley 15/2015). 

 

- Si se alegare alguna cuestión que pueda impedir la válida prosecución del acto de 

conciliación se dará por terminado el acto y se tendrá por intentada la conciliación sin más 

trámites. 

- Si hubiere conformidad entre los interesados en todo o en parte del objeto de la 

conciliación, se hará constar detalladamente en un acta todo cuanto acuerden y que el acto 

terminó con avenencia así como los términos de la misma, debiendo ser firmada por los 

comparecientes. Si no pudiere conseguirse acuerdo alguno, se hará constar que el acto 

terminó sin avenencia. 
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El desarrollo de la comparecencia se registrará, si fuera posible, en soporte apto para la 
grabación y reproducción del sonido y de la imagen, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Finalizado el acto, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto o el 
Juez de Paz dictará auto haciendo constar la avenencia o, en su caso, que se intentó sin efecto o que 
se celebró sin avenencia, acordándose el archivo definitivo de las actuaciones.  

 
Las partes podrán solicitar testimonio del acta que ponga fin al acto de conciliación. Los 

gastos que ocasionare el acto de conciliación serán de cuenta del que lo hubiere promovido. (artº 
146 Ley 15/2015) 

 
A los efectos previstos en el artículo 517.2.9.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el testimonio 

del acta junto con el del decreto del Letrado de la Administración de Justicia o del auto del Juez de 
Paz haciendo constar la avenencia de las partes en el acto de conciliación, llevará aparejada 
ejecución. A otros efectos, lo convenido tendrá el valor y eficacia de un convenio consignado en 
documento público y solemne.  
 

 
 Ejecución 

 
 

Será competente para la ejecución el mismo Juzgado que tramitó la conciliación cuando se 
trate de asuntos de la competencia del propio Juzgado. En los demás casos será competente para la 
ejecución el Juzgado de Primera Instancia a quien hubiere correspondido conocer de la demanda. La 
ejecución se llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la 
ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados (artº 147 Ley 15/2015) 

 
 

 Acción de nulidad 
 
 
Contra lo convenido en el acto de conciliación sólo podrá ejercitarse la acción de nulidad 

por las causas que invalidan los contratos. La demanda ejercitando dicha acción deberá interponerse 
en un plazo de quince días desde que se celebró la conciliación ante el tribunal competente y se 
sustanciará por los trámites del juicio que corresponda a su materia o cuantía. Acreditado el 
ejercicio de la acción de nulidad, quedará en suspenso la ejecución de lo convenido en el acto de 
conciliación hasta que se resuelva definitivamente sobre la acción ejercitada (artº 148 Ley 15/2015). 
 

 

Legislación que desarrolla el tema 

 Ley 15/2015 de 2 de julio de Jurisdicción Voluntaria 
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ESQUEMA DE PREPARACIÓN EXAMEN DE DESARROLLO 

 

 
 
31.1 Procedimientos de jurisdicción voluntaria: la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción 
Voluntaria. Disposiciones generales y normas comunes en materia de tramitación de los 
expedientes de jurisdicción voluntaria.  
  

- Se consideran expedientes de Jurisdicción Voluntaria todos aquellos que requieran la 
intervención de un órgano jurisdiccional para la tutela de derechos e intereses en materia de 
Derecho civil y mercantil 

- Competencia objetiva y competencia territorial 
- No cabe la sumisión expresa o tácita 
- Impulso y dirección del proceso le corresponde a los LAJ 
- Legitimación 
- El M. Fiscal intervendrá cuando afecten al estado civil o condición de la persona o esté 

comprometido el interés de un menor o una persona con capacidad modificada 
judicialmente 

- Disposiciones comunes (artº 9 y ss Ley) 
- Se inician los expediente de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o por solicitud formulada 

por persona legitimada 
- No se pueden acumular a procesos judiciales contenciosos 
- Citación con al menos 15 días de antelación a la celebración de la comparecencia que se 

celebrará dentro de los 30 días ss a la admisión de la solicitud del expediente de Jurisdicción 
Voluntaria (artº 18 Ley) 

- Se resolverá por sentencia o auto según corresponda dentro de los 5 días ss a la terminación 
de la comparecencia (artº 19 Ley) 

- Recursos que caben contra las resoluciones interlocutorias 
- Contra la resolución definitiva dictada por el Juez cabe apelación 
- Contra la resolución dictada por LAJ cabe revisión ante el Juez competente. 

 
 
31.2 Expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas.  
 

- Reconocimiento de la filiación no matrimonial (artº 25 y ss Ley) 
 

o Personas con legitimación para interponer expediente 
o Competencia 
o Resolución 

 
- Nombramiento de Defensor Judicial (artº 27 Ley) 

 
o Supuestos en los que se solicita  
o Competencia 
o Tramitación expediente 
o Resolución 
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- La adopción (artº 33 Ley) 

 
o Competencia 
o Carácter preferente 
o Propuesta de la Entidad y solicitud del adoptante 
o El consentimiento y el asentimiento en la adopción 
o Tramitación y resolución 

 
- Tutela, curatela y guarda de hecho (artº 43 Ley) 

 
31.3 Expedientes en materia de familia. 
 

- Dispensa del impedimento matrimonial (artº 81 Ley) 
- Intervención judicial en relación con la patria potestad 

 
31.4 Expedientes relativos al Derecho sucesorio.  
 

- El albaceazgo (art 91 Ley) 
- Designación de contadores partidores dativos (artº 92 ley) 
- Aceptación y repudiación de la herencia (artº 93 Ley) 

 
31.5 Expedientes relativos al Derecho de obligaciones.  
 

- Cuando, conforme al artículo 1128 del Código Civil o cualquier otra disposición legal, proceda 
que se señale judicialmente el plazo para el cumplimiento de una obligación a instancia de 
alguno de los sujetos de la misma (artº 96 Ley) 

- Competencia, tramitación y resolución del expediente (artº 97 Ley) 
- El expediente de consignación 

 
31.6 Expedientes relativos a los derechos reales.  
 

- Autorización judicial al usufructuario para reclamar créditos vencidos que formen parte del 
usufructo (artº 100 Ley) 

- Deslinde de finca no inscritas (artº 105 Ley) 
 
31.7 Expedientes de subastas voluntarias.  
 

- Siempre que deba procederse, fuera de un procedimiento de apremio, a la enajenación en 
subasta de bienes o derechos determinados, a instancia del propio interesado (artº 108 Ley) 

- Competencia 
 
31.8 Expedientes en materia mercantil.  
 

- Exhibición de libros de las personas obligadas a llevar contabilidad (artº 112 Ley) 
- Convocatoria de Juntas Generales (artº 118 Ley) 
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31.9 La conciliación 
 

- Regulación artº 139 y ss Ley 
- Situaciones en las que no se admite conciliación 
- Órgano competente 
- Tramitación  

 
o 5 días ss a la presentación admisión y citación interesados 
o Celebración dentro de los 10 días ss a la admisión 
o Se puede celebrar con acuerdo o sin acuerdo 
o Finalizado el acto se dicta decreto o auto 

 
- Contra lo convenido en el acto de conciliación puede ejercerse acción de nulidad dentro de 

los 15 días ss (artº 148 Ley) 
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